
CONTESTACION DE DEMANDA PROCESO ORDINARIO LABORAL 20-011-31-05-001-
2023-00025-00

Rafael fuentes Santos <gerencia@leyercompany.com.co>
Mié 01/03/2023 17:14

Para: amadasandrithg@gmail.com <amadasandrithg@gmail.com>;cajin.sas@gmail.com
<cajin.sas@gmail.com>;Gerencia <gerencia@readcol.com>;Juzgado 01 Laboral Circuito - Cesar - Aguachica
<j01lctoaguachica@cendoj.ramajudicial.gov.co>;Juzgado 01 Laboral Circuito - Cesar - Aguachica
<j01lctoaguachica@cendoj.ramajudicial.gov.co>

San Martin Del Cesar, 1 de marzo de 2023

Señores.

JUZGADO LABORAL DEL CIRCUITO

AGUACHICA- CESAR

CALLE 5 A Nº 10 - 92 SEGUNDO PISO - TEL: 5651140

j01lctoaguachica@cendoj.ramajudicial.gov.co  

E. S. D.

REFERENCIA: Contestación demanda

PROCESO: Ordinario Laboral de Primera Instancia

PARTE DEMANDANTE: AMADA SANDRITH GOMEZ PEREZ, identificada con la cédula de ciudadanía
No. 1.003.091.432

PARTE DEMANDADA: RED ADMINISTRATIVA DE COLOMBIA LTDA “READCOL LTDA’’, que se
identifica con el Nit.830065941-4

RADICADO: 20-011-31-05-001-2023-00025-00

 

RAFAEL FUENTES SANTOS, mayor de edad y vecino de esta ciudad, identificado como aparece al pie
de mi firma, abogado portador de la tarjeta profesional como abogado No T.P 364305 del Consejo
Superior de la Judicatura, en mi condición de apoderado de RED ADMINISTRATIVA DE COLOMBIA
LTDA “READCOL LTDA’’, que se identifica con el Nit.830065941-4 con domicilio en el municipio de
San Martín del Cesar, representada legalmente por DIEGO FERNANDO RUIZ PRADA, persona mayor
de edad, vecino de San Martín/Cesar, identificado con cédula de ciudadanía No. 1.098.633.233
expedida en Bucaramanga/Santander, procedo a contestar dentro del término de traslado la
demanda de  referencia  20-011-31-05-001-2023-00025-00 con sus excepciones y anexos
correspondientes. ADJUNTO DOCUMENTO EN MENCION.

RAFAEL FUENTES SANTOS 

CC 88274831

TP. 364305 de C.S.J

mailto:j01lctoaguachica@cendoj.ramajudicial.gov.co


--

En cumplimiento de lo previsto por la Ley 1581 de 2012, que dispuso el régimen general de
protección de datos personales, sus decretos reglamentarios y demás normas colombianas, la
empresa LEYER COMPANY FUENTES & ASOCIADOS, le informa que los datos personales que usted
suministre en virtud de las actividades u operaciones celebradas con ésta, serán tratados de
acuerdo a su Política de Tratamiento de Datos Personales y mediante el uso y mantenimiento
de medidas de seguridad técnicas, físicas y administrativas a fin de impedir que terceros no
autorizados accedan a los mismos. De igual manera pone a su conocimiento que esta
información ha sido remitida por personal al servicio de la citada empresa con la finalidad
de cumplimiento de las funciones de su competencia, además de la posibilidad de ejercer sus
derechos de acceso, rectificación, cancelación y especificación en los términos establecidos
en la legislación vigente, que podrá hacer efectivos dirigiéndose a las oficinas de LEYER
COMPANY FUENTES & ASOCIADOS, con domicilio en el municipio de San Martín – Departamento del
Cesar, Colombia, en la Calle 13 # 5 – 32, Barrio la esperanza o enviando un correo a
gerencia@leyercompany.com.co, o comunicándose al celular 3123624015.

In compliance with the provisions of Law 1581 of 2012, which provided the general regime for
the protection of personal data, its regulatory decrees and other Colombian regulations, the
company LEYER COMPANY FUENTES & ASOCIADOS, informs you that the personal data you provide
pursuant to the activities or operations carried out with it, will be treated in accordance
with its Policy for the Treatment of Personal Data and by using and maintaining technical,
physical and administrative security measures to prevent unauthorised third parties from
gaining access to them. Likewise, you are informed that this information has been sent by
personnel at the service of the aforementioned company for the purpose of fulfilling the
functions of their competence, in addition to the possibility of exercising their rights of
access, rectification, cancellation and specification in accordance with the terms
established by the legislation in force, which you may enforce by contacting the offices of
LEYER COMPANY FUENTES & ASOCIADOS, with registered office in the municipality of San Martín
– Department of Cesar, Colombia, at Calle 13 # 5 – 32, Barrio la esperanza or by sending an
email to gerencia@leyercompany.com.co, or by calling 3123624015.

AVISO  LEGAL:  Este mensaje es  confidencial, puede contener información privilegiada y
protegida, no puede ser usado ni divulgado por personas distintas de su destinatario. Si
obtiene esta transmisión por error, por favor destruya su contenido y avise a su remitente.
Está prohibida su retención, grabación, utilización, aprovechamiento o divulgación con
cualquier propósito.

mailto:gerencia@leyercompany.com.co








































Fwd: ENVIO PODER DE REPRESENTACION
From READCOL LTDA on 2023-03-01 10:04

De READCOL LTDA

Destinatario gerencia@leyercompany.com.co
Fecha Hoy 10:04
All headers...

 Detalles   Sólo texto

 poder abogado20230301_09164874.pdf (~220 KB)

Previsualizar mensaje 
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Responder
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
Eliminar


Imprimir


Archivo


SPAM


Marcar


Más


Anterior


Siguiente



Doctor

Rafael Fuentes Santos
Cc No 88274831
TP. 364305
Correo: gerencia@leyercompany.com.co
 

Asunto: ENVÍO DE PODER DE REPRESENTACIÓN

DIEGO FERNANDO RUIZ PRADA, mayor de edad, con domicilio en el Municipio de San Martín, e identificado con la cédula de ciudadanía número N°
1.098.633.223 en mi condición de demandado y actuando en representación legal de READCOL LITDA. Identificada con el Nit. 830065991-4 con
domicilio principal en el Municipio de San Martín, para todos los efectos legales, ADJUNTO PODER DE REPRESENTACIÓN ESPECIAL, AMPLIO,
TOTAL Y SUFICIENTE. Al doctor Rafael Fuentes Santos, también mayor de edad y residente en la ciudad San Martín/Cesar, identificado con cédula de
ciudadanía No 88.274.831 portador de la tarjeta profesional como abogado No T.P 364305 del Consejo Superior de la Judicatura, para que, en mi
nombre y representación, conteste y lleve hasta su terminación PROCESO ORDINARIO LABORAL DE PRIMERA INSTANCIA de radicado 20-011-31-
05-001-2023-00025-00 en contra de la empresa que represento; Mi apoderado queda facultado para contestar, recibir, transigir, desistir, conciliar,
sustituir, postular, renunciar a este poder, y en general, otorgo a mi apoderado especial todas aquellas facultades que de acuerdo con la ley, que
beneficien mis intereses.

 

Atentamente,

 

DIEGO FERNANDO RUIZ PRADA
CC. N° 1.098.633.223 expedida en Bucaramanga/Santander

Agradecemos la confirmación y aceptación del recibido de este mensaje.

Cordialmente,

--

Atentamente:

YOHESMA CAROLINA ESCOBAR LASCARRO

Gerente General
información: 317 367 60 13
Administradora de Empresas

Especialista en Sistemas Integrados de Gestión
Auditora en Control Interno

------------------------------------------------------------------

La información enviada en este mensaje electrónico es confidencial y solo para uso de la persona/compañía identificada en el mismo. Si el receptor de este mensaje no es la
persona de destino mencionada, cualquier divulgación, distribución y/o copia de la información contenida en este mensaje electrónico, se encuentra estrictamente prohibida.

Si usted recibe este mensaje por error, por favor notifique al emisor del mismo de inmediato

mailto:gerencia@readcol.com
mailto:gerencia@readcol.com
mailto:gerencia@leyercompany.com.co
https://webmail.mi.com.co/?_task=mail&_action=get&_mbox=INBOX&_uid=510&_token=zenfRytoGqbK8JNMQSqETZe5ppVAac10&_part=2
mailto:gerencia@leyercompany.com.co


 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

  

 

 

 

 

 

  

  

 

 

   

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

  

 

 

 

 

 

 

Anexo 1. Copia de cedula del representante legal



CAMARA DE COMERCIO DE AGUACHICA
RED ADMINISTRATIVA DE COLOMBIA LTDA

Fecha expedición: 2023/02/13 - 11:30:16 **** Recibo No. S000235370 **** Num. Operación. 99-USUPUBXX-20230213-0017
LA MATRÍCULA MERCANTIL PROPORCIONA SEGURIDAD Y CONFIANZA EN LOS NEGOCIOS

RENUEVE SU MATRÍCULA A MÁS TARDAR EL 31 DE MARZO DE 2023.
CODIGO DE VERIFICACIÓN TvBs4g4cuB

CERTIFICADO DE EXISTENCIA Y REPRESENTACIÓN LEGAL O DE INSCRIPCIÓN DE DOCUMENTOS.

Con fundamento en las matrículas e inscripciones del Registro Mercantil,

CERTIFICA

NOMBRE, SIGLA, IDENTIFICACIÓN Y DOMICILIO

NOMBRE o RAZÓN SOCIAL: RED ADMINISTRATIVA DE COLOMBIA LTDA

SIGLA: READCOL LTDA

ORGANIZACIÓN JURÍDICA: SOCIEDAD LIMITADA

CATEGORÍA : PERSONA JURÍDICA PRINCIPAL

NIT : 830065991-4

ADMINISTRACIÓN DIAN : VALLEDUPAR

DOMICILIO : SAN MARTIN

MATRICULA - INSCRIPCIÓN

MATRÍCULA NO : 49229

FECHA DE MATRÍCULA : OCTUBRE 11 DE 2018

ULTIMO AÑO RENOVADO : 2022

FECHA DE RENOVACION DE LA MATRÍCULA : ENERO 11 DE 2022

ACTIVO TOTAL : 1,557,580,627.00

GRUPO NIIF : GRUPO II

UBICACIÓN Y DATOS GENERALES

DIRECCIÓN DEL DOMICILIO PRINCIPAL : CARRERA 6 15 - 31 BARRIO EL SOCORRO

MUNICIPIO / DOMICILIO: 20770 - SAN MARTIN

TELÉFONO COMERCIAL 1 : 3173676013

TELÉFONO COMERCIAL 2 : 3175294667

TELÉFONO COMERCIAL 3 : NO REPORTÓ

CORREO ELECTRÓNICO No. 1 : readcolltda2017@gmail.com

DIRECCIÓN PARA NOTIFICACIÓN JUDICIAL : CARRERA 6 15 - 31 BARRIO EL SOCORRO

MUNICIPIO : 20770 - SAN MARTIN

TELÉFONO 1 : 3173676013

TELÉFONO 2 : 3175294667

CORREO ELECTRÓNICO : readcolltda2017@gmail.com

NOTIFICACIONES A TRAVÉS DE CORREO ELECTRÓNICO

De acuerdo con lo establecido en el artículo 67 del Código de Procedimiento Administrativo y de

lo Contencioso Administrativo, SI AUTORIZO para que me notifiquen personalmente a través del
correo electrónico de notificación : readcolltda2017@gmail.com

CERTIFICA - ACTIVIDAD ECONÓMICA

ACTIVIDAD PRINCIPAL : N8010 - ACTIVIDADES DE SEGURIDAD PRIVADA

ACTIVIDAD SECUNDARIA : N8020 - ACTIVIDADES DE SERVICIOS DE SISTEMAS DE SEGURIDAD

CERTIFICA - CONSTITUCIÓN

POR ESCRITURA PUBLICA NÚMERO 2859 DEL 30 DE NOVIEMBRE DE 1999 OTORGADA POR NOTARIA 57 DE BOGOTA
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CAMARA DE COMERCIO DE AGUACHICA
RED ADMINISTRATIVA DE COLOMBIA LTDA

Fecha expedición: 2023/02/13 - 11:30:16 **** Recibo No. S000235370 **** Num. Operación. 99-USUPUBXX-20230213-0017
LA MATRÍCULA MERCANTIL PROPORCIONA SEGURIDAD Y CONFIANZA EN LOS NEGOCIOS

RENUEVE SU MATRÍCULA A MÁS TARDAR EL 31 DE MARZO DE 2023.
CODIGO DE VERIFICACIÓN TvBs4g4cuB

DE BOGOTA, REGISTRADO EN ESTA CÁMARA DE COMERCIO BAJO EL NÚMERO 10708 DEL LIBRO IX DEL REGISTRO

MERCANTIL EL 11 DE OCTUBRE DE 2018, SE INSCRIBE : LA CONSTITUCIÓN DE PERSONA JURIDICA DENOMINADA

RED ADMINISTRATIVA DE COLOMBIA LTDA.

CERTIFICA - CAMBIOS DE DOMICILIO

POR ESCRITURA PUBLICA NÚMERO 1405 DEL 25 DE SEPTIEMBRE DE 2018 OTORGADA POR NOTARIA 57 DE BOGOTA

DE BOGOTA, REGISTRADO EN ESTA CÁMARA DE COMERCIO BAJO EL NÚMERO 10709 DEL LIBRO IX DEL REGISTRO

MERCANTIL EL 11 DE OCTUBRE DE 2018, SE INSCRIBE EL CAMBIO DE DOMICILIO DE : CONSTITUCION POR

CAMBIO DE DOMICILIO DE BOGOTA A SAN MARTIN CESAR DE LA RED ADMINISTRATIVA DE COLOMBIA LTDA

CERTIFICA - REFORMAS

DOCUMENTO FECHA PROCEDENCIA DOCUMENTO INSCRIPCION FECHA

EP-1405 20180925 NOTARIA 57 DE BOGOTA  BOGOTA RM09-10709 20181011

AC-08 20130502 JUNTA DE SOCIOS  BOGOTA RM09-10712 20181011

EP-76 20130621 NOTARIA 76 DEL CIRCULO DE

BOGOTA

 BOGOTA RM09-10713 20181011

EP-1657 20130624 NOTARIA 76 DEL CIRCULO DE

BOGOTA

 BOGOTA RM09-10714 20181011

EP-1657 20130624 NOTARIA 76 DEL CIRCULO DE

BOGOTA

 BOGOTA RM09-10715 20181011

EP-1657 20130624 NOTARIA 76 DEL CIRCULO DE

BOGOTA

 BOGOTA RM09-10716 20181011

EP-1657 20130624 NOTARIA 76 DEL CIRCULO DE

BOGOTA

 BOGOTA RM09-10717 20181011

EP-1802 20130710 NOTARIA 76 DEL CIRCULO DE

BOGOTA

 BOGOTA RM09-10718 20181011

EP-3847 20151207 NOTARIA 76 DEL CIRCULO DE

BOGOTA

 BOGOTA RM09-10719 20181011

EP-175 20190129 NOTARIA DECIMA DEL

CIRCUITO DE BUCARAMANGA

 BUCARAMANGA RM09-11447 20190422

EP-1036 20190717 NOTARIA UNICA  SAN MARTIN RM09-11845 20190723

EP-1330 20201009 NOTARÍA ÚNICA DE AGUACHICA AGUACHICA RM09-13175 20201020

EP-2540 20221125 NOTARIA UNICA DE AGUACHICA AGUACHICA RM09-15691 20221229

CERTIFICA - VIGENCIA

QUE LA DURACIÓN DE LA PERSONA JURÍDICA (VIGENCIA) ES HASTA EL 28 DE AGOSTO DE 2080

CERTIFICA - OBJETO SOCIAL

OBJETO SOCIAL. LA SOCIEDAD TENDRA COMO OBJETO PRINCIPAL LA PRESTACION REMUNERADA DE LOS

SERVICIOS DE VIGILANCIA Y SEGURIDAD PRIVADA EN LAS MODALIDADES DE VIGILANCIA FIJA, VIGILANCIA

MOVIL, ESCOLTA A PERSONAS VEHICULOS Y MERCANCIAS, CON LA UTILIZACION DE MEDIO ARMADO, SIN ARMAS

MEDIOS TECNOLOGICOS Y SERVICIO CONEXO DE ASESORIA, CONSULTORIA E INVESTIGACION APROBADOS

PREVIAMENTE POR LA SUPERINTENDENCIA DE VIGILANCIA Y SEGURIDAD PRIVADA. LA SOCIEDAD PODRA LLEVAR

A CABO EN GENERAL TODAS LAS OPERACIONES, DE CUALQUIER NATURALEZA QUE ELLAS FUEREN RELACIONADAS

CON EL OBJETO MENCIONADO, ASI COMO CUALQUIER ES ACTIVIDADES SIMILARES COMPLEMENTARIAS, QUE

PERMITAN FACILITAR, DESARROLLAR EL COMERCIO O LA INDUSTRIA DE LA SOCIEDAD. PARAGRAFO: PROHIBASE

A LA SOCIEDAD CONSTITUIRSE GARANTE DE OBLIGACIONES DE TERCEROS DE SUS SOCIOS Y PRESTAR CAUCION

CON LOS BIENES SOCIALES PARA OBLIGACIONES DISTINTAS AQUELLAS PROPIAS DE LA SOCIEDAD.

CERTIFICA - CAPITAL

TIPO DE CAPITAL VALOR CUOTAS VALOR NOMINAL

CAPITAL SOCIAL 385.000.000,00 3.850.000,00 100,00

CERTIFICA - SOCIOS
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CAMARA DE COMERCIO DE AGUACHICA
RED ADMINISTRATIVA DE COLOMBIA LTDA

Fecha expedición: 2023/02/13 - 11:30:16 **** Recibo No. S000235370 **** Num. Operación. 99-USUPUBXX-20230213-0017
LA MATRÍCULA MERCANTIL PROPORCIONA SEGURIDAD Y CONFIANZA EN LOS NEGOCIOS

RENUEVE SU MATRÍCULA A MÁS TARDAR EL 31 DE MARZO DE 2023.
CODIGO DE VERIFICACIÓN TvBs4g4cuB

SOCIOS CAPITALISTAS

NOMBRE IDENTIFICACION CUOTAS VALOR
RUIZ PRADA DIEGO FERNANDO CC-1,098,633,223 962500 $96.250.000,00

GANDUR PRADA MIGUEL NAYIP CC-1,098,695,659 962500 $96.250.000,00

ROJAS CACERES RAFAEL ANTONIO CC-91,486,043 962500 $96.250.000,00

DIAZ MENDOZA EDINSON ALEXANDER CC-91,525,698 962500 $96.250.000,00

CERTIFICA

REPRESENTANTES LEGALES - PRINCIPALES

POR ACTA NÚMERO 34 DEL 15 DE AGOSTO DE 2022 DE JUNTA EXTRAORDINARIA DE SOCIOS, REGISTRADO EN ESTA

CÁMARA DE COMERCIO BAJO EL NÚMERO 15508 DEL LIBRO IX DEL REGISTRO MERCANTIL EL 28 DE OCTUBRE DE

2022, FUERON NOMBRADOS : 

CARGO NOMBRE IDENTIFICACION
REPRESENTANTE LEGAL PRINCIPAL RUIZ PRADA DIEGO FERNANDO CC 1,098,633,223

CERTIFICA

REPRESENTANTES LEGALES SUPLENTES

POR ACTA NÚMERO 34 DEL 15 DE AGOSTO DE 2022 DE JUNTA EXTRAORDINARIA DE SOCIOS, REGISTRADO EN ESTA

CÁMARA DE COMERCIO BAJO EL NÚMERO 15508 DEL LIBRO IX DEL REGISTRO MERCANTIL EL 28 DE OCTUBRE DE

2022, FUERON NOMBRADOS : 

CARGO NOMBRE IDENTIFICACION
REPRESENTANTE LEGAL SUPLENTE ROJAS CACERES RAFAEL ANTONIO CC 91,486,043

CERTIFICA - FACULTADES Y LIMITACIONES

A. REPRESENTAR A LA SOCIEDAD ANTE LOS SOCIOS, ANTE TERCEROS Y ANTE TODA CLASE DE AUTORIDADES. B.

REPRESENTAR A LA SOCIEDAD EN TODOS LOS ACTOS EN QUE DEBA INTERVENIR ACTIVA O POSITIVAMENTE. C.

CONVOCAR A LA JUNTA DE SOCIOS CIE ACUERDO A LO PREVISTO EN ESTOS ESTATUTOS A REUNIONES

ORDINARIAS Y EXTRAORDINARIAS. D. EJECUTAR LAS DETERMINACIONES DE JUNTAS DE SOCIOS Y CUMPLIR Y

HACER CUMPLIR LOS ESTATUTOS. E. CONSTITUIR LOS APODERADOS JUDICIALES NECESARIOS PARA LA DEFENSA

DE LOS INTERESES SOCIALES Y FACULTARLOS PARA REPRESENTAR A LA SOCIEDAD EN LOS LITIGIOS QUE

PROMUEVA O SE LE PROMUEVAN. F. CONSTITUIR APODERADOS ESPECIALES, EXTRAJUDICIALES Y OTORGARLES

LAS FACULTADES QUE CONSIDERE NECESARIAS, PARA LA REALIZACION DEL MANDATO QUE SE LE CONFIERE. G.

EJECUTAR TODOS LOS ACTOS Y CELEBRAR TODOS LOS CONTRATOS QUE TIENDAN AL CUMPLIMENTO DEL OBJETO

SOCIAL O QUE SE RELACIONEN DIRECTAMENTE CON LA EXISTENCIA Y FUNCIONAMIENTO DE LA SOCIEDAD POR

CUALQUIER CANTIDAD O SUMA SIN LIMITACION ALGUNA EFECTUAR ACTOS Y CELEBRAR CONTRATOS DE

VIGILANCIA CON PERSONAS NATURALES, PERSONAS JURIDICAS, ENTIDADES PUBLICAS. PRIVADAS Y/O DE

NATURALEZA MIXTA POR CUALQUIER CANTIDAD O SUMA SIN LIMITACION ALGUNA. H. CUIDA DEL RECAUDO DE

INVERSIONES DE LOS FONDOS DE SOCIEDAD. I. PRESENTAR LA JUNTA DE SOCIOS EL INFORME SOBRE LA

MANERA QUE COMO SE HUBIERE LLEVADO A CABO SU GESTION Y SOBRE LOS SISTEMAS. MEDIDAS E

INNOVACIONES QUE CONSIDERE CONVENIENTES RECOMENDAR PARA EL MEJORAMIENTO DE LA SOCIEDAD. J.

PREPARAR LOS PRESUPUESTOS ANUALES O SEMESTRALES LOS PROGRAMAS DE INVERSION Y LOS ESTUDIOS

ECONOMICOS Y SOMETERLOS A LA APROBACION DE LA JUNTA DE SOCIOS. K. NOMBRAR, REMOVER LIBREMENTE A

LAS EMPLEADOS DE LA JUNTA DE SOCIOS DE LA CONTRATACION DE PERSONAS PARA SERVICIOS ESPECIALES Y

DE LAS ASIGNACIONES CON ELLOS CONVERTIDAS. L. INFORMAR TODOS LOS DATOS QUE SE LE SOLICITEN. M.

PRESENTAR A LA JUNTA DE SOCIOS CUENTAS SOBRE GESTION ANUAL, EL BALANCE, EL ESTADO PERDIDAS Y

GANANCIAS Y EL PROYECTO DE REPARTO DE UTILIDADES. N. AUTORIZAR CON SU FIRMA TODOS LOS ACTOS Y

CONTRATOS EN QUE DEBA INTERVENIR LA SOCIEDAD EN CUMPLIMIENTO DE SU OBJETO SOCIAL. O. ELEVAR A

ESCRITURA PUBLICA LAS REFORMAS ESTATUTARIAS VALIDAMENTE APROBADAS POR LA JUNTA DE SOCIOS Y
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CONSECUENTEMENTE CONCURRIR A SU OTORGAMIENTO. P. REALIZAR Y CONFORMAR UNIONES TEMPORALES Y/O

CONSORCIOS PARA LA PRESENTACION DE OFERTAR, CELEBRACION Y EJECUCION DE CONTRATOS DE SEGURIDAD EN

SUMAS SIN LIMITACION ALGUNA. ASI COMO DESIGNAR EL REPRESENTANTE LEGAL DE DICHAS UNIONES

TEMPORALES O CONSORCIOS. Q. GESTIONAR ENTE LAS ENTIDADES FINANCIERAS LAS OPERACIONES DE CREDITO,

FINANCIAMIENTO O APALANCAMIENTO DE LA EMPRESA CUANDO ASI LO CONSIDERE NECESARIO, DEBIDAMENTE

MOTIVADO. R. EJERCER LAS DEMAS FACULTADES QUE LE OTORGA LA LEY Y LOS ESTATUTOS. EL GERENTE

SUPLENTE EN LAS FALTAS ABSOLUTOS O TEMPORALES DEL GERENTE TITULAR TENDRA LAS MISMAS ATRIBUCIONES

DE ESTE.

CERTIFICA

REVISOR FISCAL - PRINCIPALES

POR ACTA NÚMERO 34 DEL 15 DE AGOSTO DE 2022 DE JUNTA EXTRAORDINARIA DE SOCIOS, REGISTRADO EN ESTA

CÁMARA DE COMERCIO BAJO EL NÚMERO 15507 DEL LIBRO IX DEL REGISTRO MERCANTIL EL 28 DE OCTUBRE DE

2022, FUERON NOMBRADOS : 

CARGO NOMBRE IDENTIFICACION T. PROF
REVISOR FISCAL TORO VARELA FRANKLIN DIEGO CC 4,517,964 183267-T

INFORMA - TAMAÑO DE EMPRESA

De conformidad con lo previsto en el artículo 2.2.1.13.2.1 del Decreto 1074 de 2015 y la

Resolución 2225 de 2019 del DANE el tamaño de la empresa es MEDIANA EMPRESA

Lo anterior de acuerdo a la información  reportada por el matriculado o inscrito en el

formulario RUES:

Ingresos por actividad ordinaria : $5,007,288,395

Actividad económica por la que percibió mayores ingresos en el periodo - CIIU : N8010

CERTIFICA

LA INFORMACIÓN ANTERIOR HA SIDO TOMADA DIRECTAMENTE DEL FORMULARIO DE MATRÍCULA Y RENOVACIÓN

DILIGENCIADO POR EL COMERCIANTE

CERTIFICA

DE CONFORMIDAD CON LO ESTABLECIDO EN EL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO Y DE LO

CONTENCIOSO Y DE LA LEY 962 DE 2005, LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS DE REGISTRO AQUÍ CERTIFICADOS

QUEDAN EN FIRME DIEZ (10) DÍAS HÁBILES DESPUES DE LA FECHA DE INSCRIPCIÓN, SIEMPRE QUE NO SEAN

OBJETO DE RECURSOS. EL DÍA SÁBADO NO SE DEBE CONTAR COMO DÍA HÁBIL.

VALOR DEL CERTIFICADO : $7,200

CERTIFICADO EXPEDIDO A TRAVES DEL PORTAL DE SERVICIOS VIRTUALES (SII)

IMPORTANTE: La firma digital del secretario de la CAMARA DE COMERCIO DE AGUACHICA contenida en este certificado electrónico se encuentra emitida por una
entidad de certificación abierta autorizada y vigilada por la Superintendencia de Industria y Comercio, de conformidad con las exigencias establecidas en la Ley 527 de
1999 para validez jurídica y probatoria de los documentos electrónicos. 

La firma digital no es una firma digitalizada o escaneada, por lo tanto, la firma digital que acompaña este documento la podrá verificar a través de su aplicativo visor de
documentos pdf. 

No obstante, si usted va a imprimir este certificado, lo puede hacer desde su computador, con la certeza de que el mismo fue expedido a través del canal virtual de la
cámara de comercio y que la persona o entidad a la que usted le va a entregar el certificado impreso, puede verificar hasta po 60 días y cuantas veces lo requiera, el
contenido del mismo, ingresando al enlace https://sii.confecamaras.co/vista/plantilla/cv.php?empresa=1653 seleccionando la cámara de comercio e indicando el código
de verificación TvBs4g4cuB 

Al realizar la verificación podrá visualizar (y descargar) una imagen exacta del certificado que fue entregado al usuario en el momento que se realizó la transacción. 
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Anexo 3. Copia del contrato de trabajo



Anexo 4.. Copia de Notificación de no prorroga firmada por la trabajadora



 

 

 

Anexo 5. Copia de Captura de notificación a través del aplicativo de WhatsApp 
 









Anexo 6.. Copia de hoja de vida de minerva



Anexo 7.. Copia de remisión de examanes de egreso firmada por la trabajadora



Anexo 8. Copia recibido de PQRS



 
 
 
 

 
San Martín, Cesar, 17 de agosto de 2022  
 
Señora  
Amada Sandrith Gómez Pérez 
Cc 1.003.091.432 de San Martin Cesar  
 
REFERENCIA: Respuesta a reporte de prueba de embarazo.  
 
Estimados señores: YOHESMA CAROLINA ESCOBAR LASCARRO en mi condición de gerente de la 
empresa RED ADMINISTRATIVA DE COLOMBIA LTDA ¨READCOL LTDA¨ con Nit 830.065.991-4, en 
adelante READCOL LTDA ante las disposiciones legales y los términos establecidos en la ley 1755 de 
2015 procedo a dar respuesta y gestión a la posible solicitud radicada el día 12 de agosto de 2022, 
estableciendo los siguientes hechos: 
 
1. El día 12 de agosto de 2022 siendo las 10:35 am, la señora Amada Sandrith Gómez Pérez que 

se identifica con cedula de ciudadanía 1003091432, radicó copia de un diagnóstico emitido por 
E.S.E HOSPITAL LOCAL ALVARO RAMIREZ GONZALEZ por el médico general Edgardo Julián 
Sánchez Torrado especificando el diagnóstico de embarazo confirmado.  
 
Con respecto a lo anterior, se presumirá que, a través de este documento la señora Amada 
Sandrith Gómez Pérez, solicita la estabilidad laboral reforzada por ser madre gestante, por tal 
motivo se procede a realizar el análisis correspondiente para determinar si cumple con los 
requerimientos legales para concederle este fuero. 
 
 1. El día 03 de abril de 2022, la señora Amada Sandrith Gómez Pérez que se identifica con 
cedula de ciudadanía 1003091432, suscribió un contrato de trabajo a término fijo a 30 días y se 
le prorrogo por 3 ocasiones a términos igual o inferiores al tiempo pactado para prestar sus 
servicios como guarda de seguridad.  
 
2. El día 06 de julio de 2022, se le notifico de manera personal que no se prorrogaría más el 
contrato y que tendría vigencia hasta el día 02 de agosto de 2022.  
 
3. El día 02 de agosto de 2022, se dio efectivo la terminación del contrato por cumplimiento de 
los términos del contrato y no se le programo más actividades y la trabajadora no siguió 
prestando los servicios de guarda de seguridad.  
 
4. La señora Amada Sandrith Gómez Pérez, el día 12 de agosto de 2022 siendo las 10:35 am, 
radicó copia de un diagnóstico expedido el día 11 de agosto de 2022 por E.S.E HOSPITAL LOCAL 



 
 
 
 

ALVARO RAMIREZ GONZALEZ firmado por el médico general Edgardo Julián Sánchez Torrado 
especificando el diagnostico de embarazo confirmado.  
5. La empresa realizo la diferentes gestiones e investigación para establecer, si durante la 
vigencia del contrato laboral la trabajadora de manera verbal o a través de algún medio, había 
informado a la empresa que se encontraba en estado de embarazo, el cual no se encontró 
ningún tipo de reporte, ni testimonio de los trabajadores que indicara de alguna manera haber 
comunicado a la empresa de su estado de madre gestante. 
 
 La legislación colombiana ha incorporado una serie de beneficios para las trabajadoras 
gestantes con fundamento en las protecciones constitucionales que lo ordenan, con el objetivo 
de disminuir la brecha de desigualdad en razón al género, evitar el trato discriminatorio contra 
las trabajadoras a causa del embarazo y proteger la autonomía reproductiva de las mujeres. 
Entre estos beneficios, se encuentran: (i) la prohibición de despedir a la mujer en embarazo sin 
el permiso del Inspector del Trabajo o fuero de maternidad; (ii) la licencia de maternidad de 18 
semanas, la cual es pagada a través del sistema de seguridad social; (iii) el reintegro al puesto 
de trabajo; y (iv) un periodo de lactancia, equivalente a dos descansos de 30 minutos por un 
término de seis meses. (Sentencia SU075/18)  
 
Debido a la existencia de una considerable dispersión de posturas jurisprudenciales en relación 
con el alcance de la protección del embarazo y la maternidad derivada de la estabilidad laboral 
reforzada, esta Corporación profirió la Sentencia SU-070 de 2013, a través de la cual unificó los 
criterios que sostuvieron las distintas Salas de Revisión de la Corte y sistematizó las pautas 
normativas aplicables al asunto. En este sentido, la Sala Plena estableció dos reglas principales 
en relación con esta materia: (i) La protección reforzada a la maternidad y la lactancia en el 
ámbito del trabajo procede cuando se demuestre, sin ninguna otra exigencia adicional, lo 
siguiente: (a) La existencia de una relación laboral o de prestación y; (b) Que la mujer se 
encuentra en estado de embarazo o dentro de los tres meses siguientes al parto, en vigencia 
de dicha relación laboral o de prestación. (ii) No obstante, el alcance de la protección se debe 
determinar a partir de dos factores: (a) El conocimiento del embarazo por parte del empleador; 
y (b) La alternativa laboral mediante la cual se encontraba vinculada la mujer embarazada. 
(Sentencia SU075/18)  
 
Teniendo presente lo anterior, se puede establecer que la trabajadora le fue notificado la 
terminación del contrato el 06 de julio de 2022, cuando el empleador desconocía su estado de 
embarazo y para el día 02 de agosto de 2022 en el momento que se dio efectivo la terminación 
del contrato, la empresa desconocía su condición de madre gestante, lo que se entiende que la 
finalización del vínculo laboral se establece por la finalización del término del contrato y se 
configura una causal de justa causa y no una conducta de discriminación por el estado de 
embarazo de la trabajadora. 



 
 
 
 

Es necesario aclarar que la corte constitucional en la sentencia SU-075, jul. 24/18, encontró que 
cuando el empleador desconoce el embarazo y el contrato laboral termina, no se puede alegar 
que existe discriminación y, por ende, no se aplica el fuero de maternidad ya que considera 
excesivo exigir a los empleadores que reintegren al empleo, paguen la licencia de maternidad 
y las cotizaciones a la seguridad social de trabajadoras que fueron despedidas o terminaron el 
contrato de trabajo sin que se supiera acerca de su estado de gravidez.  
 
Es por tal motivo, no es procedente garantizar la estabilidad laboral reforzada por madre 
gestante y se mantiene efectivo la terminación del contrato a partir de 02 de agosto de 2022, 
por la causal objetiva de expiración del plazo fijo pactado.  
 
La invitamos que este muy pendiente de la página de la agencia de empleo público, allí se 
estarán publicando las vacantes que estén disponibles a medida que la empresa tenga 
capacidad administrativa y operativa para recibir personal que desee trabajar y así pueda 
nuevamente vincularse laboralmente con nuestra empresa.  
 
De manera atenta, le brindamos respuesta a su solicitud y quedamos atentos a sus próximas 
solicitudes o información adicional. 
 
 Atentamente,  
 

 
 
YOHESMA CAROLINA ESCOBAR LASCARRO 
GERENTE GENERAL 

Anexo 9. Copia de respuesta de PQRS realizada el 17 de agosto de 2022



 

Anexo 10. Copia de envió de respuesta de PQR el 18 de agosto de 2022 
 

 

 









 

 

Anexo 12. Copia de captura de notificación por aplicativo de WhatsApp desde el 31 
de agosto; el 8, 16, 20 de septiembre hasta el 19 de octubre. 

 

 



    

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

      

 

 

 

 



 

 

Anexo 12. Copia de captura de notificación por aplicativo de WhatsApp desde el 31 
de agosto; el 8, 16, 20 de septiembre hasta el 19 de octubre. 

 

 



PLANILLA INTEGRADA AUTOLIQUIDACIÓN APORTES
 SOPORTE DE PAGO PARA EL COTIZANTE CC 1003091432

DATOS GENERALES DEL APORTANTE

TIPO IDENTIFICACIÓN: NÚMERO DE IDENTIFICACIÓN:
NOMBRE Ó RAZÓN SOCIAL:
CIUDAD/MUNICIPIO: DEPARTAMENTO:
DIRECCIÓN: TELÉFONO:
TIPO APORTANTE: CLASE APORTANTE:
TIPO EMPRESA: ACTIVIDAD ECONOMICA:

NIT 830065991
READCOL LTDA

SAN MARTIN CESAR
CALLE 20 NO.  7-63 BARRIO LAS ORQUIDEAS 5652699

01-EMPLEADOR B-MENOS DE 200 COTIZANTES
PRIVADA Actividades de seguridad privada.

APORTANTE EXONERADO PAGO APORTES SALUD, SENA E ICBF (REFORMA TRIBUTARIA): SI

DATOS DEL COTIZANTE

TIPO IDENTIFICACIÓN: NÚMERO DE IDENTIFICACIÓN:
APELLLIDOS: NOMBRES:
CIUDAD/MUNICIPIO: DEPARTAMENTO:
TIPO COTIZANTE: SUBTIPO COTIZANTE:
COLOMBIANO RESIDENTE EN EL EXTERIOR: EXTRANJERO NO OBLIGADO A COTIZAR PENSIÓN:

TIPO DE SALARIO:

CEDULA DE CIUDADANIA 1003091432
GOMEZ PEREZ AMADA SANDRITH

SAN MARTIN CESAR
DEPEND

NO NO
FIJO

COTIZANTE EXONERADO PAGO APORTES SALUD, SENA E ICBF (REFORMA TRIBUTARIA): SI

DESDE ABRIL 2022 HASTA SEPTIEMBRE 2022

PLANILLA No: 7851761162 TIPO DE PLANILLA: E PERIODO COTIZACION OTROS SUBSISTEMAS: agosto - 2022 PERIODO COTIZACIÓN SALUD: septiembre - 2022 FECHA DE PAGO: 09/09/2022 FORMA DE PRESENTACIÓN APORTANTE: SUCURSAL SUCURSAL / DEPENDENCIA APORTANTE: 008 - GRAN TIERRA ENERGY

SALARIO
BÁSICO

NOVEDADES
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SEGURIDAD SOCIAL
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S
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IBC COTIZACIÓN

FSP

SUBSISTENCI SOLIDARIDAD

APORTES VOLUNTARIOS

EMPLEADOR EMPLEADO

TOTAL
APORTE

SALUD
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D
ÍA

S
 C

O
T

IBC COTIZACIÓN
VALOR
ADRES

TOTAL
APORTE

ARP
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D
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S
 C

O
T

IBC
CENTRO

DE
TRABAJO

TOTAL
APORTE

PARAFISCALES

D
ÍA

S
 C

O
T

IBC

CCF

ADMIN
TOTAL

APORTE

SENA

TOTAL
APORTE

ICBF

TOTAL
APORTE

ESAP

TOTAL
APORTE

MINEDU

TOTAL
APORTEC

O
M INDICADOR

TARIFA
ESPECIAL

$ 1.898.700 02 X 230301-
PORVENIR

2 $ 128.242 $ 20.600 $ 0 $ 0 $ 0 $ 0 $ 20.600CCFC55-
CAJACOPI
EPS S.A.S

2 $ 128.242 $ 5.200 $ 5.20014-4-
SEGUROS
DE VIDA
COLPATRIA
S.A.

2 $ 128.242 $ 9.000 2 $ 128.242CCF15-
COMFACESAR

$ 5.200 $ 0 $ 0 $ 0 $ 0$ 0Normal

TOTAL PAGADO: $ 40.000

PLANILLA No: 7848408125 TIPO DE PLANILLA: E PERIODO COTIZACION OTROS SUBSISTEMAS: julio - 2022 PERIODO COTIZACIÓN SALUD: agosto - 2022 FECHA DE PAGO: 16/08/2022 FORMA DE PRESENTACIÓN APORTANTE: SUCURSAL SUCURSAL / DEPENDENCIA APORTANTE: 008 - GRAN TIERRA ENERGY

SALARIO
BÁSICO
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PENSIÓN
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SUBSISTENCI SOLIDARIDAD

APORTES VOLUNTARIOS

EMPLEADOR EMPLEADO

TOTAL
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APORTE
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TOTAL

APORTE

SENA

TOTAL
APORTE

ICBF

TOTAL
APORTE

ESAP

TOTAL
APORTE

MINEDU

TOTAL
APORTEC

O
M INDICADOR

TARIFA
ESPECIAL

$ 1.898.700 X 230301-
PORVENIR

30 $ 2.107.557 $ 337.300 $ 0 $ 0 $ 0 $ 0 $ 337.300CCFC55-
CAJACOPI
EPS S.A.S

30 $ 2.107.557 $ 84.400 $ 84.40014-4-
SEGUROS
DE VIDA
COLPATRIA
S.A.

30 $ 2.107.557 8 $ 146.700 30 $ 2.107.557CCF15-
COMFACESAR

$ 84.400 $ 0 $ 0 $ 0 $ 0$ 0Normal

TOTAL PAGADO: $ 652.800

PLANILLA No: 7844685140 TIPO DE PLANILLA: E PERIODO COTIZACION OTROS SUBSISTEMAS: junio - 2022 PERIODO COTIZACIÓN SALUD: julio - 2022 FECHA DE PAGO: 13/07/2022 FORMA DE PRESENTACIÓN APORTANTE: SUCURSAL SUCURSAL / DEPENDENCIA APORTANTE: 008 - GRAN TIERRA ENERGY

SALARIO
BÁSICO

NOVEDADES
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SEGURIDAD SOCIAL

PENSIÓN
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D
ÍA

S
 C

O
T

IBC COTIZACIÓN

FSP

SUBSISTENCI SOLIDARIDAD

APORTES VOLUNTARIOS

EMPLEADOR EMPLEADO

TOTAL
APORTE
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ARP

ADMIN

D
ÍA

S
 C

O
T

IBC
CENTRO

DE
TRABAJO

TOTAL
APORTE

PARAFISCALES

D
ÍA

S
 C

O
T

IBC

CCF
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TOTAL
APORTE

ICBF

TOTAL
APORTE

ESAP

TOTAL
APORTE

MINEDU

TOTAL
APORTEC

O
M INDICADOR

TARIFA
ESPECIAL

$ 1.898.700 12-30 230301-
PORVENIR

27 $ 1.929.554 $ 308.800 $ 0 $ 0 $ 0 $ 0 $ 308.800CCFC55-
CAJACOPI
EPS S.A.S

27 $ 1.929.554 $ 77.200 $ 77.20014-4-
SEGUROS
DE VIDA
COLPATRIA
S.A.

27 $ 1.929.554 $ 134.300 27 $ 1.929.554CCF15-
COMFACESAR

$ 77.200 $ 0 $ 0 $ 0 $ 0$ 0Normal

$ 1.898.700 09-11 230301-
PORVENIR

3 $ 126.581 $ 20.300 $ 0 $ 0 $ 0 $ 0 $ 20.300CCFC55-
CAJACOPI
EPS S.A.S

3 $ 126.581 $ 5.100 $ 5.10014-4-
SEGUROS
DE VIDA
COLPATRIA
S.A.

3 $ 126.581 $ 0 3 $ 126.581CCF15-
COMFACESAR

$ 5.100 $ 0 $ 0 $ 0 $ 0$ 0Normal

TOTAL PAGADO: $ 628.000

PLANILLA No: 7840563717 TIPO DE PLANILLA: E PERIODO COTIZACION OTROS SUBSISTEMAS: mayo - 2022 PERIODO COTIZACIÓN SALUD: junio - 2022 FECHA DE PAGO: 16/06/2022 FORMA DE PRESENTACIÓN APORTANTE: SUCURSAL SUCURSAL / DEPENDENCIA APORTANTE: 008 - GRAN TIERRA ENERGY

SALARIO
BÁSICO

NOVEDADES
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TOTAL
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TOTAL
APORTE

ICBF

TOTAL
APORTE

ESAP

TOTAL
APORTE

MINEDU

TOTAL
APORTEC

O
M INDICADOR

TARIFA
ESPECIAL

$ 1.898.700 01-30 230301-
PORVENIR

30 $ 2.478.991 $ 396.700 $ 0 $ 0 $ 0 $ 0 $ 396.700CCFC55-
CAJACOPI
EPS S.A.S

30 $ 2.478.991 $ 99.200 $ 99.20014-4-
SEGUROS
DE VIDA
COLPATRIA
S.A.

30 $ 2.478.991 $ 172.600 30 $ 2.478.991CCF15-
COMFACESAR

$ 99.200 $ 0 $ 0 $ 0 $ 0$ 0Normal

TOTAL PAGADO: $ 767.700

PLANILLA No: 7837070815 TIPO DE PLANILLA: E PERIODO COTIZACION OTROS SUBSISTEMAS: abril - 2022 PERIODO COTIZACIÓN SALUD: mayo - 2022 FECHA DE PAGO: 11/05/2022 FORMA DE PRESENTACIÓN APORTANTE: SUCURSAL SUCURSAL / DEPENDENCIA APORTANTE: 008 - GRAN TIERRA ENERGY

SALARIO
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TOTAL
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ICBF

TOTAL
APORTE

ESAP

TOTAL
APORTE

MINEDU

TOTAL
APORTEC

O
M INDICADOR

TARIFA
ESPECIAL

$ 1.898.700 03 03-30 230301-
PORVENIR

28 $ 2.256.288 $ 361.100 $ 0 $ 0 $ 0 $ 0 $ 361.100CCFC55-
CAJACOPI
EPS S.A.S

28 $ 2.256.288 $ 90.300 $ 90.30014-4-
SEGUROS
DE VIDA
COLPATRIA
S.A.

28 $ 2.256.288 $ 157.100 28 $ 2.256.288CCF15-
COMFACESAR

$ 90.300 $ 0 $ 0 $ 0 $ 0$ 0Normal

TOTAL PAGADO: $ 698.800
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Anexo 11.. Copia de liquidación y demás soportes. 



1/3/23, 15:32 Notificación de consignación de prestaciones sociales a favor de trabajador.

https://mail.zoho.com/zm/popMail.do?accId=8050360000000008002&msgId=1666273125591100001&thId=1666273125591100001&folId=8050360000000008022&… 1/1

 Mover a  Etiquetar como |  Eliminar |  Archivar  Recordatorio  Enlace permanente 



Notificación de consignación de prestaciones sociales a favor de trabajador.

  OCT 21, 2022 10:02 AM •  • SENT

Reenviar: Notificación de consignación de prestaciones sociales a favor de trabajador. … 

Me

 - Pti. Cordialmente

Señor
Juez Laboral del Juzgado Promiscuo Municipal de San Martín - Cesar

Adjuntamos archivos con información de las consignaciones y datos personales de los beneficiarios de
los valores trasladados por concepto de prestaciones sociales.

Quedamos atentos a novedades.

Feliz día.

Cordialmente,

Astrid Gómez Estrada
Nómina
Readcol Ltda.
Cra 6 N° 15 - 31, Br. El Socorro
Tel. 350 784 20 55
San Martín - Cesar

La información enviada en este mensaje electrónico es confidencial y solo para uso de la
persona/compañía identificada en el mismo. Si el receptor de este mensaje no es la persona de
destino mencionada, cualquier divulgación, distribución y/o copia de la información contenida en este
mensaje electrónico, se encuentra estrictamente prohibida. Si usted recibe este mensaje por error, por
favor notifique al emisor del mismo de inmediato

  OCT 20, 2022 8:38 AM •  • SENT

j01prmpalsanmartin , GERENCIA, RRHH READCOL LTDA, rrhh  

Me     | 

@mencione a un usuario o grupo para compartir esta conversación 



 



 



 



 



Consejo Superior de la Judicatura 

Consejo Seccional de la Judicatura del Cesar 

Juzgado Promiscuo Municipal de San Martín, Cesar 
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CONSTANCIA: Paso al despacho del señor juez, la acción de tutela presentada por AMADA 
SANDRITH GÓMEZ PÉREZ, en contra de GRAN TIERRA ENERGY y RED 
ADMINISTRATIVA DE COLOMBIA LTDA – READCOL LTDA radicada en este despacho 
bajo el número 2022-00356, informándole que a la entidad accionada se le corrió traslado 
de la tutela. Pasa el fallo para su revisión y firma. 

REPÚBLICA DE COLOMBIA RAMA 
JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 
DISTRITO JUDICIAL DE VALLEDUPAR 

JUZGADO PROMISCUO MUNICIPAL SAN 
MARTÍN - CESAR 

 

SAN MARTIN – CESAR, NOVIEMBRE, VEINTICUATRO (24) DE DOS MIL 
VEINTIDÓS (2022). 

 
RADICADO No. 20-770-40-89-001-2022-00356 

 
 ASUNTO: 

 
Entra este Juzgado a proferir el fallo de tutela que en derecho corresponda dentro de la 
presente acción impetrada por AMADA SANDRITH GÓMEZ PÉREZ en contra de GRAN 
TIERRA ENERGY y RED ADMINISTRATIVA DE COLOMBIA LTDA – READCOL LTDA por 
violación a los derechos fundamentales al MÍNIMO VITAL, DIGNIDAD HUMANA Y 
ESTABILIDAD LABORAL REFORZADA. 
 

ACCIONANTE: 
 
La parte accionante manifiesta que, el día 03 de abril del año en curso firmó contrato de 
trabajo por obra y labor con la empresa RED ADMINISTRATIVA DE COLOMBIA LTDA – 
READCOL LTDA, cuyo objeto era prestación de servicios de vigilancia, dicha empresa la 
remitió a prestar sus servicios en la empresa operadora GRAN TIERRA ENERGY, en la 
jurisdicción de San Martin – Cesar, turno de 12 horas continuas, trabajando 2 turnos de día, 
2 turnos de noche y tres de descanso. 
 
Señala que, la labor fue desarrollada por ella de manera personal, atendiendo las 
instrucciones del supervisor de la empresa y cumpliendo el horario laboral señalado por 
este, el 03 de agosto de 2022 le notificaron la terminación del contrato laboral y actualmente 
se encuentra desvinculada de la seguridad social, al momento de su retiro de la empresa, 
no la enviaron a realizarse los exámenes de egreso. 
 
Indica que, el día 12 de octubre del año en curso, estaba presentando un dolor en el 
abdomen bajo y sangrado, por lo que se dirigió al Hospital Local de Álvaro Ramírez 
González, por urgencias, donde le examinaron y le diagnosticaron que esta en estado de 
embarazo y que tenia amenaza de aborto, embarazo de alto riesgo, el 29 de agosto del 
2022 se realizó ecografía de ultrasonido y arrojo que tenia 10 semanas con 6 días de 
gestación. 
 
Expresa que, inmediatamente se dirigió a la empresa READCOL LTDA y radicó copia de la 
historia clínica donde mostraba su estado de embarazo y solicitó sus derechos de reintegro 
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laboral, el cual le fue negado y le consignaron la liquidación a órdenes del Juzgado 
Promiscuo de San Martín – Cesar. 
 

ACCIONADOS 
 

GRAN TIERRA ENERGY 
 

Mediante auto de fecha, 15 de noviembre de 2022, se admitió la Acción de Tutela 
promovida por AMADA SANDRITH GÓMEZ PÉREZ en contra de GRAN TIERRA 
ENERGY y RED ADMINISTRATIVA DE COLOMBIA LTDA – READCOL LTDA, así mismo 
se notificó a las entidades accionadas GRAN TIERRA ENERGY y RED ADMINISTRATIVA 
DE COLOMBIA LTDA – READCOL LTDA y a la entidad vinculada MINISTERIO DEL 
TRABAJO, siendo respondida dentro del término. 
 

“En primer lugar, me permito informarle al Despacho que, desconozco la totalidad 
de los hechos relacionados en la presente acción de tutela, los cuales no me constan 
por ser hechos ajenos a mi representada ante la ausencia absoluta de vínculo con 
la tutelante, tanto laboral como de cualquier otra índole.  
 
En ese sentido, le aclaro al Despacho que mi representada no tiene conocimiento 
alguno ni de la fecha de vinculación, ni de la naturaleza del vínculo, ni de la 
terminación del contrato laboral, ni del presunto estado de embarazo, ni de ninguno 
de los hechos relacionados en la presente acción de tutela.  
 
Así mismo, le resalto al Despacho que la accionante en su escrito de tutela manifestó 
que su último empleador fue RED ADMINISTRATIVA DE COLOMBIA LTDA -
READCOL LTDA y no GRAN TIERRA ENERGY COLOMBIA, LLC SUCURSAL.  
 
Así las cosas, y para darle un mayor contexto del Despacho, me permito aclarar 
que entre GRAN TIERRA ENERGY COLOMBIA, LLC SUCURSAL y RED 
ADMINISTRATIVA DE COLOMBIA LTDA - READCOL LTDA se suscribió una 
orden de servicio de vigilancia y seguridad para la custodia de los activos e 
intereses de la Empresa dispuestos en los campos del Valle Magdalena Medio con 
el No. 1200001539-1200001540- 1200001545 el cual inicio el 1 de marzo de 2021 
y finalizará el 28 de febrero de 2024 como consta en la certificación. (…) 
 
Ahora bien, respecto del presunto estado de embarazo de la señora Gómez, le 
informó al despacho que la Compañía no tiene conocimiento de su estado de 
gestación ni de la presunta solicitud de reintegro solicitada a RED 
ADMINISTRATIVA DE COLOMBIA LTDA READCOL LTDA y mucho menos de la 
negativa por parte de esta Empresa a la presunta solicitud presentada.  
 
En consecuencia, como se ha manifestado, entre la señora Gómez y mi 
representada, en ningún momento ha existido un contrato de trabajo, ni de ninguna 
otra naturaleza que la pueda hacer responsable de las peticiones reclamadas en la 
presente acción de tutela.  
 
Es por esta razón que, mi representada no tiene conocimiento alguno del presunto 
estado de embarazo ni de la presunta entrega de su historia clínica a RED 
ADMINISTRATIVA DE COLOMBIA LTDA - READCOL LTDA solicitando el 
reintegro, pues como se ha manifestado anteriormente, entre mi representada, 
GRAN TIERRA ENERGY COLOMBIA, LLC SUCURSAL y la tutelante, la señora 
AMADA SANDRITH GÓMEZ PÉREZ, no ha existido ningún vínculo de ninguna 
naturaleza. 
 
En consecuencia, los hechos de la accionante son ajenos a mi representada, por lo 
que aclaro que mi representada no es la llamada a responder por hechos 
relacionados en la presente acción de tutela.  
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Adicionalmente, me permito aclararle al Despacho que, no se configuran los 
supuestos de hecho o requisitos legales para que se predique la existencia de una 
relación de trabajo entre GRAN TIERRA ENERGY COLOMBIA, LLC SUCURSAL 
y la señora Gómez, ni tampoco, que haya posibilidad de establecer responsabilidad 
solidaria en asuntos de derecho laboral. (…)” 

 
RED ADMINISTRATIVA DE COLOMBIA LTDA – READCOL LTDA 

 
Mediante auto de fecha, 15 de noviembre de 2022, se admitió la Acción de Tutela 
promovida por AMADA SANDRITH GÓMEZ PÉREZ en contra de GRAN TIERRA 
ENERGY y RED ADMINISTRATIVA DE COLOMBIA LTDA – READCOL LTDA, así mismo 
se notificó a las entidades accionadas GRAN TIERRA ENERGY y RED ADMINISTRATIVA 
DE COLOMBIA LTDA – READCOL LTDA y a la entidad vinculada MINISTERIO DEL 
TRABAJO, siendo respondida dentro del término. 
 

“PRIMERO: NO ES CIERTO COMO SE INDICA, puesto que, si bien se suscribió un 
contrato de trabajo el 3 de abril de 2022, el mismo fue término fijo tal como se 
evidencia en la copia del contrato anexado en la presente contestación, y no por 
obra o labor como lo manifiesta erróneamente la accionante.  
 
SEGUNDO: PARCIALMENTE CIERTO, de conformidad con el parágrafo quinto y 
subsiguientes de la cláusula tercera del contrato de trabajo, hace referencia a que 
“la labor se desarrollara en los centros o puestos de trabajo empresa READCOL; 
municipio de San Martin, departamento de Cesar, aunque el lugar de trabajo será el 
indicado por el jefe inmediato, según los requerimientos de la empresa” lo anterior, 
indica que el servicio se prestaría donde el empleador lo requería y como es un 
contrato a término fijo, no limita que se preste el servicio en un lugar y/o cliente 
determinado, que para el caso en concreto, la guarda presto el servicio por con la 
operadora Gran Tierra Energy, con jornadas de trabajo establecidas en el código 
sustantivo de trabajo.  
 
TERCERA: NO ES CIERTO, toda vez que el día seis (06) de julio del hogaño, se 
notificó a la trabajadora que no se prorrogaría por más tiempo el contrato; por lo 
anterior, este tendría vigencia hasta el dos (02) de agosto del 2022. En 
consecuencia, la comunicación de la no prórroga se realizó por medio físico y a 
través del aplicativo de WhatsApp, tal como se evidencia en el anexo 4 y 5 de esta 
contestación.  
 
En ese orden de ideas, para esa fecha, esto es el dos (02) de agosto de 2022, se 
hizo efectivo la terminación del contrato por cumplimiento de los términos, de la 
misma manera, no se programó a más actividades y la trabajadora no siguió 
prestando los servicios como de guarda de seguridad.  
 
Asimismo, se debe dejar constancia que el número de celular de la guarda por el 
cual se notificó, es el mismo que indico la trabajadora en la hoja de vida del formato 
minerva. (Anexo 6. Copia de la hoja de vida). 
 
CUARTO: No es cierto, de conformidad con las siguientes pruebas; primero, en la 
parte final de la notificación de la no prórroga del contrato, esto es en el párrafo cinco 
se indica que “si transcurrido cinco (5) días a partir de esta notificación, no se 
presenta donde el medico respectivo para la práctica del examen, se entenderá que 
se niega y renuncia a llevar a cabo dichas evaluaciones, según el artículo 57; 
numeral 7 del código sustantivo de Colombia”; y aun así la trabajadora no se 
presentó; segundo, de la misma manera se realizó la remisión de Exámenes de 
Egreso de fecha 06 de julio del 2022, documento que fue firmado por la trabajadora 
Sra. Amada Gómez Pérez el día 10 de julio de 2022; sin embargo, pasado el tiempo, 
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la trabajadora no se practicó los exámenes. (Anexo 7. copia de remisión de 
exámenes de egreso).  
 
QUINTO: NO ME CONSTA, tal como se evidencia en la historia clínica aportada por 
la accionante. Sin embargo, toda vez que, la historia clínica es un documento privado 
al cual solo tiene acceso el titular de la información. Sin embargo, se debe resaltar 
que, de acuerdo con lo informado en el hecho y las pruebas allegadas por la 
accionante, para el 12 de octubre del año 2022 la Sra. Amada Sandrith Gómez 
Pérez, NO TENÍA ningún vínculo laborar con la empresa READCOL LTDA, es más, 
habían transcurrido más de 2 meses de la finalización de la relación laboral.  
 
SEXTO: NO ME CONSTA, toda vez que, la historia clínica es un documento privado 
al cual solo tiene acceso el titular de la información. Sin embargo, se debe resaltar 
que, de acuerdo con lo informado en el hecho y las pruebas allegadas por la 
accionante, para el 29 de agosto del año 2022 la Sra. Amada Sandrith Gómez Pérez, 
NO TENÍA ningún vínculo laborar con la empresa READCOL LTDA, por lo cual, la 
Compañía no tuvo conocimiento previo a la terminación de alguna condición que 
imposibilitara la terminación del contrato de trabajo.  
 
SEPTIMO: Parcialmente cierto, toda vez que la Sra. Amada Sandrith Gómez Pérez 
si radico copia de la historia clínica, el pasado doce (12) de agosto del hogaño, tal 
como consta en la copia de recibido. (Anexo 8). Posteriormente se dio respuesta a 
la PQR el día 17 de agosto de este año, en el cual se indicaron las circunstancia, se 
analizó los hechos, las pretensiones, así como también se realizó las gestiones e 
investigaciones para establecer, si durante la vigencia del contrato laboral la 
trabajadora de manera verbal o a través de algún medio, sea magnético, correo, 
físico, entre otros, había informado a la empresa que se encontraba en estado de 
embarazo, el cual no se encontró ningún tipo de reporte, ni testimonio de los 
trabajadores que indicara de alguna manera haber comunicado a la empresa de su 
estado de gestación. (Anexo 9. Copia de respuesta PQR).  
 
Como quiera que, no fue procedente la solicitud, se continuo con los trámites 
correspondientes para la terminación del contrato, esto es liquidación, paz y salvo, 
entrega de planilla de los turnos entre otros. Sin embargo, la Sra. AMADA 
SANDRITH GÓMEZ PÉREZ desde el 31 de agosto; el 8, 16, 20 de septiembre 
hasta el 19 de octubre se solicitó de manera respetuosa que se acercara a las 
instalaciones de la oficina de la empresa con el fin de compartir los documentos de 
liquidación del contrato y la Sra. AMADA SANDRITH GÓMEZ PÉREZ y proceder 
con la firma de estos; no obstante, se rehusó a presentarse, en atención a la 
negativa, se le informo a través del aplicativo de WhatsApp los valores que iban a 
ser cancelados serían trasladados y/o consignados a la cuenta judicial del juzgado, 
tal como se evidencia en el (Anexo 10 capture de pantalla de conversación por 
whatsapp).” 

 
 

MINISTERIO DEL TRABAJO 
 

Mediante auto de fecha, 15 de noviembre de 2022, se admitió la Acción de Tutela 
promovida por AMADA SANDRITH GÓMEZ PÉREZ en contra de GRAN TIERRA 
ENERGY y RED ADMINISTRATIVA DE COLOMBIA LTDA – READCOL LTDA, así mismo 
se notificó a las entidades accionadas GRAN TIERRA ENERGY y RED ADMINISTRATIVA 
DE COLOMBIA LTDA – READCOL LTDA y a la entidad vinculada MINISTERIO DEL 
TRABAJO, siendo respondida dentro del término. 
 

“Así las cosas, el que, el empleador o contratista, tenga conocimiento del estado de 
gestación de la trabajadora a efecto de determinar la procedencia de la protección laboral 
reforzada de la trabajadora, no tendría incidencia, ya que ello indicaría el grado de 
protección a otorgar a la trabajadora. 
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En otras palabras, el conocimiento del embarazo de la trabajadora por parte del 
empleador no es requisito para establecer si procede o no la protección, sino, para fijar 
el grado de la misma. Lo anterior, en palabras textuales de la Corte fue indicado así: 
 
"Así, el conocimiento del embarazo por parte del empleador da lugar a una 
protección integral y completa, pues se asume que el despido se basó en el 
embarazo y por ende en un factor de discriminación en razón del sexo. Por otra 
parte, la falta de conocimiento, dará lugar a una protección más débil, basada en el 
principio de solidaridad y en la garantía de estabilidad en el trabajo durante el 
embarazo y la lactancia, como un medio para asegurar un salario o un ingreso 
económico a la madre y como garantía de los derechos del recién nacido." (Negrillas 
fuera del texto original) 
 
Concluye la Corte manifestando que la protección consiste en la estabilidad laboral de la 
trabajadora en estado de gravidez frente a la cesación de la alternativa laboral, Io cual, se 
traduciría en la búsqueda de alternativa laboral por parte del empleador en su procura, 
diciendo que: 

Procede la protección reforzada derivada de la maternidad, luego la adopción 
de medidas protectoras en caso de cesación de la alternativa laboral, cuando 
se demuestre, sin alguna otra exigencia adicional: a) la existencia de una 
relación laboral o de prestación y, b) que la mujer se encuentre en estado de 
embarazo o dentro de los tres meses siguiente al parto, en vigencia de dicha 
relación laboral o de prestación. De igual manera el alcance de la protección 
se determinará según la modalidad de contrato y según si el empleador (o 
contratista) conocía o no del estado de embarazo de la empleada al momento 
de la   desvinculación. (Negrillas fuera de texto original) 
 

Dependiendo de la modalidad contractual que la mujer embarazada tuviese con el 
empleador, valga mencionar, contrato de trabajo, contrato de trabajo a término fijo, contrato 
de trabajo a término indefinido y contrato realidad, así como también si éste conocía o no 
el estado de gravidez de la misma, la Corte ha señalado el grado de la protección especial 
que merecería, pudiendo ser: 
 

a) La ineficacia del despido y el consecuente reintegro laboral más el pago de las 
erogaciones (salarios y demás prestaciones) dejadas de percibir. 

b) Ordenar el reconocimiento del pago de las cotizaciones durante el período de 
gestación y el reintegro laboral sólo cuando las causas del contrato laboral no 
desaparecen según el criterio del Inspector del Trabajo. 
 

c) En sede de tutela, la renovación del contrato, a término fijo o por obra o labor 
contratada, sólo será procedente si se demuestra que las causas del contrato laboral 
a término fijo no desaparecen. 
 

d) Si el empleador no conoce el estado de gestación de la trabajadora, pero, alega justa 
causa, la configuración de ésta debe ser debatida en la jurisdicción laboral ordinaria. 
 

e) En algunos casos procede la indemnización prevista en el artículo 239 del Código 
Sustantivo del Trabajo, cuando se demuestra que el empleador tuvo conocimiento del 
estado de gravidez de la trabajadora y el despido se produjo sin justa causa,  
 

Es importante resaltar que en la misma sentencia señalada, ha Corte Constitucional reitera 
la necesidad de solicitar la autorización a la autoridad administrativa laboral para despedir 
a una mujer en estado de embarazo o periodo de lactancia, al señalar: 
 
FUERO DE MATERNIDAD-Permiso del inspector de trabajo para despedir a mujer 
embarazada o en periodo de lactancia. 
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Con el fin de asegurar la eficacia de la prohibición de despedir a trabajadora 
embarazada o en periodo de lactancia, el artículo 240 del mismo Código prescribe que, 
para que el empleador pueda proceder a despedir a la mujer embarazada o lactante, 
debe solicitar previamente una autorización ante el Inspector del Trabajo o el Alcalde 
Municipal en los lugares en donde no existiere aquel funcionario. Esta autoridad sólo 
podrá otorgar el permiso si verifica la existencia de alguna de las justas causas que tiene 
el empleador para dar por terminado el contrato de trabajo, de esa forma se descaña la 
posibilidad de que la razón del ‘despido sea el embarazo o la lactancia, es decir, se 
excluye la existencia de una discriminación. 
 
De lo anterior se puede colegir que es necesario solicitar la autorización del Inspector de 
Trabajo Para que autorice o no el despido, en razón a que la misma se configura como 
una presunción legal, trámite dentro del cual dicha autoridad laboral administrativa 
constata las circunstancias de terminación del vínculo laboral que permita evidenciar la 
ocurrencia de un despido justo, y por ende el juez constitucional puede definir con 
fundamento en el caso concreto y la jurisprudencia unificada del máximo tribunal 
constitucional, " cuál es el alcance de las medidas de protección principales, como el 
reintegro o renovación del contrato, o sustitutas, como las prestaciones en materia de 
seguridad social en salud — cuando han operado causas objetivas, generales y legítimas 
que ponen fin a la relación laboral..." (Sentencia T-082 de 2012) 
 
Ahora, respecto a la mujer embarazada sin importar la relación laboral que se tenga o la 
modalidad del contrato establece: 
 

Respecto de algunas modalidades de vinculación, el ordenamiento jurídico 
colombiano le confiere a los empleadores cierta libertad para no prorrogar los 
contratos a término fijo que suscriben con los(as) trabajadores. Esta libertad, sin 
embargo, no es ilimitada y tampoco puede entenderse con independencia de los 
efectos que la misma esté llamada a producir sobre la relación entre unos y otros. 
En aquellos eventos en los cuales el ejercicio de la libertad contractual, trae como 
consecuencia la vulneración o el desconocimiento de valores, principios o derechos 
constitucionales fundamentales, entonces la libertad contractual debe ceder. En ese 
orden de argumentación, ha dicho la Corte Constitucional que la protección de 
estabilidad labora/ reforzada a favor de las mujeres trabajadoras en estado de 
gravidez se extiende también a las mujeres vinculadas por modalidades distintas a 
la relación de trabajo, e incluso por contratos de trabajo o prestación a término fijo, 
Esto responde igualmente a la garantía establecida en el artículo 53 de la 
Constitución, de acuerdo con la cual, debe darse prioridad a la aplicación del 
principio de estabilidad laboral y de primacía de la realidad sobre las formas así 
como a la protección de la mujer y de la maternidad (art. 43 C.N). 
 

En cumplimiento de lo anterior, para dar por terminado el contrato de trabajo a una 
trabajadora con fuero de maternidad, el empleador deberá solicitar la autorización al 
Inspector de Trabajo aduciendo alguna de las justas causas contempladas en el Artículo 
62 del Código Sustantivo del Trabajo, pues el despido sin el cumplimiento de los requisitos 
expuestos, es ineficaz y no produce ninguna consecuencia jurídica como lo señala el 
Artículo 241 del Código Sustantivo del Trabajo, Io cual significa que la relación laboral se 
mantiene, la trabajadora sigue bajo las órdenes de] empleador, aun cuando éste no utilice 
sus servicios, y tiene derecho a percibir los salarios y las prestaciones sociales de rigor. 
 
Estabilidad Laboral Reforzada 
 
La Constitución Política contempla el derecho a la estabilidad laboral en su artículo 53 
como principio fundante de la normatividad laboral, y éste principio de estabilidad es 
aplicable a todas las relaciones laborales. 
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Es así como la legislación laboral establece en favor de los trabajadores con discapacidad 
o incapacitados una protección especial que atiende a su especial condición de salud, 
dando una estabilidad reforzada (fuero de salud) a dichos trabajadores para la 
permanencia en sus trabajos, que obedece a la desigualdad o debilidad del trabajador 
discapacitado o incapacitado, frente a los demás trabajadores, toda vez que no se 
encuentran en las mismas condiciones físicas y/o psíquicas para el desarrollo de las 
funciones o tareas para las que han sido contratados; consiste entonces ese fuero en la 
protección especial de la que gozan los trabajadores que padecen: i) deficiencia, entendida 
como una pérdida o anormalidad, permanente o transitoria, sea psicológica, fisiológica o 
anatómica de estructura o función; u) discapacidad, ésto es, cualquier restricción o 
impedimento para la realización de una actividad, ocasionado por un desmedro en la forma 
o dentro del ámbito normal del ser humano; iii) minusvalidez, que constituye una 
desventaja humana, que impide o limita el desempeño de una función normal de la 
persona, (disminución en la salud) que lo pone en condiciones de desigualdad ante los 
demás trabajadores.  
 
(…) 
 

Existencia de Medio Judicial Ordinario 
 
En virtud del principio de subsidiariedad de la acción de tutela, considera con el debido 
respeto este Ministerio, que adicionalmente y sin perjuicio de la decisión constitucional, 
el accionante dispone de los medios ordinarios de defensa ofrecidos dentro del 
ordenamiento jurídico para la protección de sus derechos, medios judiciales y procesales 
ordinarios y apropiados, para resolver las controversias que se suscitan en las relaciones 
laborales, así se desprende de la previsto por el Código Procesal del Trabajo, que en el 
artículo 1 0 determina los asuntos de que conoce la Jurisdicción Ordinaria en sus 
especialidades laboral y de seguridad social y que se tramitarán de conformidad con 
dicho Código. Ahora que respecto de las competencias señala: 
 
ARTICULO 20. COMPETENCIA GENERAL. La Jurisdicción Ordinaria, en sus 
especialidades laborales y de seguridad social conoce de: 
 
1,Los conflictos jurídicos que se originen directa o indirectamente en el contrato de trabajo. 
Modificado por el art, 622, Ley 1564 de 2012. Las controversias referentes al sistema de 
seguridad social integral que se susciten entre los afiliados, beneficiarios o usuarios, los 
empleadores y las entidades administradoras o prestadoras, cualquiera que sea la 
naturaleza de la relación jurídica y de los actos jurídicos que se controviertan. 
 
Conforme a lo expuesto en los párrafos precedentes, esperamos haber dado 
contestación de fondo a su requerimiento planteado Oficio 01665 fecha 16 de noviembre 

de 2022; así mismo y en consideración a lo brevemente expuesto, solicito a su señoría 
con el debido respeto que se merece, desvincular de esta acción de tutela a la Dirección 
Territorial de Trabajo del Cesar, adscrita al Ministerio del Trabajo.” 
 

PETICIÓN PRINCIPAL 
 

“PRIMERO: Se tutelen los derechos fundamentales a la: LA VIDA, A LA MADRE 
GESTANTE, A LA INTEGRIDAD PERSONAL, A LA DIGNIDAD HUMANA, AL 
TRABAJO, LA IGUALDAD, A LA SEGURIDAD SOCIAL, A LA ESTABILIDAD 
LABORAL REFORZADA Y AL MÍNIMO VITAL Y PROTECCIÓN ESPECIAL por 
encontrarme en estado de embarazo. 
 
SEGUNDO: Se ordené el reintegro a mi cargo y funciones en la empresa RED 
ADMINISTRATIVA DE COLOMBIA LTDA- READCOL LTDA NIT Nº 830.065.991- 4, 
para así garantizar una estabilidad laboral para mí y para mí bebe. 
 



Consejo Superior de la Judicatura 

Consejo Seccional de la Judicatura del Cesar 

Juzgado Promiscuo Municipal de San Martín, Cesar 

RADICADO N°: 20 -770 - 40 - 89 – 001 - 2022 – 00356 

 

 
 
 
 
 
 
 
 

Correo Electrónico: j01prmpalsanmartin@cendoj.ramajudicial.gov.co 
 San Martin-Cesar. 

TERCERO: Se ordené el pago todos los salarios, prestaciones sociales dejados de 
percibir desde el momento de mi desvinculación hasta cuando sea efectivamente 
reintegrada, así mismo ordene que se paguen los aportes al sistema general de 
seguridad social (salud, pensión, riesgos laborales) desde el momento de mi 
desvinculación hasta cuando se produzca mi reintegro sin condición de continuidad. 
 
CUARTO: Ordenar a RED ADMINISTRATIVA DE COLOMBIA LTDA- READCOL 
LTDA NIT Nº 830.065.991-4, me pague la suma equivalente a sesenta (60) DÍAS 
DE SALARIO como consecuencia del despido injusto sin contar con el permiso del 
Ministerio del Trabajo, tal como lo establece el artículo 239 CST y de la Ley 1468 de 
2011. Y me pague las catorce (14) semanas de descanso remunerado a que tengo 
derecho. 
 
QUINTO: Se me pague la indemnización por despido sin justa causa contemplada 
en el artículo 64 del CST (sentencias T-305 de 2009, T-699 de 2010, T-054 de 2010, 
T-886 de 2011.) 
 
SEXTO: Ordenar a RED ADMINISTRATIVA DE COLOMBIA LTDA- READCOL 
LTDA NIT Nº 830.065.991-4, se ABSTENGA de realizar actos de acoso laboral en 
mi contra una vez se produzca mi reintegro.” 

 
PRUEBAS ALLEGADAS AL PROCESO: 

 
La parte accionante allega las siguientes pruebas: 
 

• Copia de las historias clínicas y exámenes realizados. 
 
La parte accionada GRAN TIERRA ENERGY allegó los siguientes anexos: 

 

• Los indicados en el acápite de pruebas.  

• Certificado de existencia y representación legal de la sociedad accionada.  

• Poder.  
 
La parte accionada RED ADMINISTRATIVA DE COLOMBIA LTDA – READCOL LTDA 
allegó los siguientes anexos: 
 

• Copia de la cedula del representante legal.  

• Cámara de comercio.  

• Copia del contrato firmado el 03 de abril de 2022.  

• Copia de Notificación de No prórroga del contrato firmada por la trabajadora.  

• Copia de Captura de notificación a través del aplicativo de WhatsApp.  

• Copia de Hoja de vida formato minerva, donde se demuestra el número de 
teléfono de la trabajadora.  

• Copia de Remisión de Exámenes de Egreso.  

• Copia de recibido de PQR del 12 de agosto de 2022. 

• Copia de Respuesta de PQR realizada el 17 de agosto de 2022. 

• Copia de envió de respuesta de PQR el 18 de agosto de 2022. 

• Copia de liquidación y demás. 

• Copia de captura de notificación por aplicativo de WhatsApp desde el 31 de 
agosto; el 8, 16, 20 de septiembre hasta el 19 de octubre.  

 
CONSIDERACIONES DEL JUZGADO: 

 
El aspecto fundamental que debe ser resuelto por el Juzgado para soportar su decisión de 
conceder o no la protección incoada, radica en determinar si GRAN TIERRA ENERGY y 
RED ADMINISTRATIVA DE COLOMBIA LTDA – READCOL LTDA, están lesionando el 
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derecho al mínimo vital, dignidad humana y estabilidad laboral reforzada de persona en 
estado de debilidad manifiesta, de la señora AMADA SANDRITH GÓMEZ PÉREZ.   
 
Siendo ello así, el Juzgado considera necesario traer a colación algunas citas emanadas 
de la Corte Constitucional relacionadas con el caso que nos ocupa y que nos servirán de 
piso jurídico para tomar la decisión correspondiente, sin olvidarnos del decreto matriz de la 
acción de tutela, lo que haremos de la siguiente manera:  
 
La acción de tutela es una institución incorporada a nuestro ordenamiento jurídico por el 
artículo 86 de la Constitución de 1991 y desarrollada por el Decreto 2591 de la misma 
anualidad, en cuyo artículo 1° se prevé:  
 

  “Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los   jueces, en todo momento y 
lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su 
nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando 
quiera que estos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier 
autoridad pública o de los particulares en los casos que señale este decreto". 

 
Abordemos entonces el estudio en el caso concreto, de los derechos fundamentales 
aludidos. 
 
EL TRABAJO COMO DERECHO FUNDAMENTAL 
 

El derecho al trabajo tiene una doble dimensión: individual y colectiva, reconocida 
en el artículo 25, 26 y 334 de la Constitución. El aspecto individual se refiere a la 
facultad que tiene toda persona de elegir y ejercer profesión u oficio en condiciones 
dignas y justas. En la dimensión colectiva implica un mandato a los poderes públicos 
para que lleven a cabo una política de pleno empleo porque de lo contrario el 
ejercicio del derecho al trabajo se convierte en una simple expectativa.  

  
En repetidas ocasiones la Corte ha sostenido que el derecho al trabajo es un 
derecho fundamental consagrado como principio rector del Estado social de derecho 
y como objetivo primordial de la organización política. Al ser fundamental el derecho 
al trabajo debe ser reconocido como un atributo inalienable de la personalidad 
jurídica; un derecho inherente al ser humano que lo dignifica en la medida en que a 
través de él la persona y la sociedad en la que ella se desenvuelve logran su 
perfeccionamiento. Sin el ejercicio de ese derecho el individuo no podría existir 
dignamente, pues es con el trabajo que se proporciona los medios indispensables 
para su congrua subsistencia y además desarrolla su potencial creativo y de servicio 
a la comunidad. El derecho al trabajo es la actividad que lo pone en contacto 
productivo con su entorno. 

  
El reconocimiento del carácter de fundamentalidad del derecho al trabajo se refleja en la 
especial consagración que la Carta Política hace tanto en el sentido de protección subjetiva 
con la enumeración de principios mínimos que limitan el ejercicio legislativo (artículo 53) y 
con el reconocimiento expreso de la responsabilidad del Estado en la promoción de políticas 
de pleno empleo (artículo 334). 
 
Miremos lo concerniente a la SEGURIDAD SOCIAL según SENTENCIA C-936/11, que a 
modo de síntesis nos explica la función del sistema de SEGURIDAD SOCIAL, obligaciones 
a cargo de cada una de las entidades prestadoras del servicio de salud, y el manejo de sus 
pacientes: 
 
“El Estado tiene las siguientes funciones dentro del sistema: “(…) para que efectivamente toda 
persona pueda acceder a los servicios de salud, al Estado le corresponde, por mandato 
constitucional (art. 49, CP), cumplir las siguientes obligaciones: (i) organizar, (ii) dirigir y (iii) regular 
la prestación de los servicios de salud; (iv) establecer las políticas para la prestación de los servicios 
por parte de entidades privadas, y ejercer (v) su vigilancia y (vi) control; (viii) establecer las 
competencias de la Nación, las entidades territoriales y los particulares, y (ix) determinar los aportes 
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a su cargo en los términos y condiciones señalados en la ley. Así pues, es obligación del Estado 
establecer el Sistema; definir qué entidades y personas lo pueden integrar, y qué labores puede 
desempeñar cada uno; cómo pueden los particulares participar en la prestación de los servicios y 
en qué términos; así como también, establecer quiénes aportan al Sistema y en qué cantidades, 
esto es, definir el flujo de recursos del Sistema”. Estas funciones, como se indicó en la sentencia 
C-252 de 2010, son desarrollo de la intervención reforzada del Estado que la Constitución exige en 
materia de salud y “(…) que se dirige a superar la tensión entre el interés privado existente en el 
seno de las empresas y el interés general involucrado en tal actividad, máxime cuando se está ante 
la prestación de un servicio básico para la sociedad que propende por el derecho irrenunciable a la 
salud que tienen todos los habitantes. Poderes de intervención del Estado que llevan aparejados la 
facultad de restringir las libertades económicas de los particulares que concurren a su prestación.”. 
La función de regulación exige al Estado la creación de “(…) las reglas necesarias para que las 
diferentes entidades e instituciones del sector de la salud puedan garantizar efectivamente la 
prestación de los servicios que sean requeridos por las personas dentro del Sistema de Salud”, de 
modo que incumple su obligación cuando, por ejemplo, (i) “(…) permite que existan vacíos o 
lagunas en la regulación, que se constituyan en barreras de acceso a los servicios de salud”, o (ii) 
introduce una regulación, “(…) pero ésta se constituye en un obstáculo al acceso a los servicios de 
salud”. Esta función es ejercida por el Congreso y el Gobierno, en particular por el Ministerio de 
Salud como órgano rector del sector, quienes deben expedir las normas generales que deben guiar 
las actividades de todos los agentes del sistema. Adicionalmente, en el texto original de la Ley 100 
se creó el Consejo Nacional de Seguridad Social en Salud (CNSSS) como organismo adscrito al 
Ministerio de Salud, cuyas funciones principales eran dirigir el sistema y definir asuntos como (i) el 
contenido del POS y POS-S, (ii) el valor de las cotizaciones, de las Unidades de Pago por 
Capitación (UPC) y de la afiliación de los beneficiarios del régimen subsidiado, (iii) los criterios 
generales de selección de los beneficiarios del régimen subsidiado, (iv) el régimen de pagos 
compartidos, entre otros. El CNSSS fue reemplazado en la mayoría de sus funciones por la 
Comisión de Regulación en Salud (CRES), creada por el artículo 3 de la Ley 1122 de 2007.”1 

 
DERECHO A LA ESTABILIDAD LABORAL REFORZADA - Tutela de Segunda Instancia 
No. 52-2020-00221-01 - JUZGADO CUARENTA Y SIETE CIVIL DEL CIRCUITO DE 
BOGOTÁ, catorce (14) de julio de dos mil veinte (2020). 
 

En sentencia T – 201 de 2018 la Corte Constitucional, determinó la naturaleza y 
fines de la estabilidad laboral reforzada como uno de los principios mínimos de las 
relaciones laborales como el derecho, en sentido amplio, que tiene todo trabajador 
en estado de debilidad manifiesta a permanecer en el empleo, a menos que exista 
una causa objetiva y justa para su desvinculación.  
 
El mentado fallo señalo:  
 
“…La estabilidad laboral reforzada implica que los sujetos amparados no pueden 
ser desvinculados de su puesto de trabajo por razón de la condición que los 
hace más vulnerables que el resto de la población. Los motivos que lleven a la 
terminación de su relación laboral deben estar asociados a factores objetivos que 
se desprendan del ejercicio de sus funciones…, (subraya y negrilla fuera del texto 
original) 
 
 
…la estabilidad laboral reforzada no opera como un mandato absoluto y por lo 
tanto, no significa que ningún trabajador protegido pueda ser apartado de su cargo. 
Implica que su despido no puede materializarse por razón de su especial condición 
(persona en situación de discapacidad física o mental, o mujer en estado de 
embarazo). Dicha protección, entonces, no se traduce en la prohibición de 
despido o en la existencia “un derecho fundamental a conservar y 
permanecer en el mismo empleo por un periodo de tiempo indeterminado”. 
Más bien, revela la prohibición constitucional para los empleadores de 
efectuar despidos discriminatorios en contra de la población protegida por 

                                                           
1 SENTENCIA C-936/11 
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esta figura, que es la más vulnerable entre los trabajadores… (subraya y 
negrilla fuera del texto original) 
 
 
…La mencionada protección le asiste a quienes acrediten su discapacidad, pero 
también a las personas que están en situación de debilidad manifiesta debido a 
importantes deterioros en su estado de salud, que le “impide[n] o dificulta[n] 
sustancialmente el desempeño de sus labores en las condiciones regulares”. De 
tal suerte, “siempre que el sujeto sufra de una condición médica que limite una 
función propia del contexto en que se desenvuelve, de acuerdo con la edad, el sexo 
o factores sociales y culturales, existirá el derecho a la estabilidad laboral 
reforzada.”2 
 
…, la estabilidad laboral reforzada tiene como objetivo brindar una protección 
adicional a las personas que puedan ser apartadas de su trabajo, con ocasión de 
una eventualidad médica por la que atraviesen…”  
 
Los presupuestos para que sea aplicable la estabilidad reforzada pueden 
sintetizarse así: “Que el peticionario pueda considerarse una persona en situación 
de discapacidad, o en estado de debilidad manifiesta;  
 
- Que el empleador tenga conocimiento de tal situación; (subraya y negrilla 
fuera del texto original) 
 
 
- Que se halle probado el nexo causal entre el despido y el estado de salud 
del trabajador; y (subraya y negrilla fuera del texto original) 
 
 
– Que no medie la autorización del inspector del trabajo en los casos en que ella 
resulta menester.”3 
 

CASO CONCRETO. 
 

Pues bien la acción de tutela es una institución incorporada a nuestro ordenamiento jurídico 
por el artículo 86 de la Constitución de 1991 y desarrollada por el Decreto 2591 de la misma 
anualidad, en cuyo artículo 1° se prevé: “Toda persona tendrá acción de tutela para 
reclamar  ante los   jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento  preferente 
y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus 
derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que estos resulten vulnerados o 
amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública o de los particulares 
en los casos que señale este decreto", así, mismo la presentación de la misma no requiere 
de mayores formalidades, pero no es menos cierto que la misma tiene que cumplir con una 
mínimas pautas que contribuyan a que los Jueces Constitucionales logren determinar de 
qué manera  se está afectado el goce de los distintos derechos otorgados y que son 
inherentes, inalienables e indivisibles al hombre. Hecho que no se da para el caso en 
particular, ya que dentro de los apartes junto con el material probatorio aportado en la 
presente acción de tutela  el accionante no puntualiza de qué manera se estarían afectando 
los derechos fundamentales, así mismo no advierte el perjuicio irremediable al cual está 
expuesto y la necesidad de la tutela como mecanismo transitorio, olvidando así uno de los 
principios rectores de la acción de tutela como lo es la subsidiaridad es por esto que el 
despacho a querido traer a colación un pequeño fragmento jurisprudencial en el cual se 
hace referencia a dicho principio y sus reglas, Sentencia T-113/13. 
 

“REGLAS JURISPRUDENCIALES EN MATERIA DE SUBSIDIARIEDAD DE LA 

                                                           
2 Sentencia T-521 de 2016. 
3 T-141 de 2016 
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ACCIÓN DE TUTELA 
  
8. En cuanto a las reglas generales basta con recordar que ante la existencia de otros 
medios de defensa judicial la acción deberá declararse improcedente, salvo que se 
utilice como un mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. En este 
último evento resulta necesario establecer la idoneidad y efectividad del otro medio 
de defensa judicial para la protección de los derechos fundamentales alegados o la 
configuración de un perjuicio irremediable que haga posible el amparo, aunque sea 
de forma transitoria:   
 
“En cuanto a la primera, la Corte ha sostenido que la sola existencia de otro 
mecanismo judicial no constituye una razón suficiente para declarar la improcedencia 
de la acción. El medio debe ser idóneo, lo que significa que debe ser materialmente 
apto para producir el efecto protector de los derechos fundamentales. Además, debe 
ser un medio eficaz, esto es, que debe estar diseñado de forma tal que brinde 
oportunamente una protección al derecho. 
 
Para determinar la concurrencia de estas dos características, deben examinarse los 
planteamientos fácticos de cada caso y establecerse (i) si la utilización del medio o 
recurso de defensa judicial existente tiene por virtud ofrecer la misma protección que 
se lograría a través de la acción de tutela; (ii) si es posible hallar circunstancias que 
excusen o justifiquen que el interesado no haya promovido los mecanismos ordinarios 
que tiene a su alcance, (iii) si la persona que solicita el amparo es un sujeto de 
especial protección constitucional, y por lo tanto su situación requiere de particular 
consideración. 
 

En cuanto a la segunda situación excepcional en la cual puede acudirse a la acción 
de tutela como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, la Corte 
ha señalado que corresponde a quien solicita el amparo mostrar por qué la 
tutela es una medida necesaria para evitar la consumación de un perjuicio 
irremediable en contra del afectado. (subraya y negrilla fuera del texto original) 

 
 
Al respecto, la Corte ha establecido que un perjuicio tendrá carácter irremediable 
cuando quiera que, en el contexto de la situación concreta, pueda demostrarse que.: 
(i) El perjuicio es cierto e inminente. Es decir, que “su existencia actual o potencial se 
infiera objetivamente a partir de una evaluación razonable de hechos reales, y no de 
meras conjeturas o deducciones especulativas”, de suerte que, de no frenarse la 
causa, el daño se generará prontamente. (ii) El perjuicio es grave, en la medida en 
que lesione, o amenace con lesionar con gran intensidad un bien que objetivamente 
pueda ser considerado de alta significación para el afectado. (iii) Se requiere de la 
adopción de medidas urgentes e impostergables, que respondan de manera precisa 
y proporcional a la inminencia del daño ya que, de no tomarse, la generación del daño 
es inevitable.”.  
 
9. Por consiguiente, corresponde al juez constitucional evaluar la procedencia de la 
acción de tutela contra providencias judiciales con los parámetros generales que de 
idoneidad y eficacia del otro medio de defensa judicial o de configuración de un 
perjuicio irremediable teniendo en cuenta las reglas explicadas en el acápite anterior.” 

 
En Sentencia de Acción de Tutela, proferido por el JUZGADO SESENTA Y UNO CIVIL 
MUNICIPAL transformado transitoriamente por el Acuerdo PCSJA18-11127 de 2018 en 
JUZGADO CUARENTA Y TRES (43) DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA 
MÚLTIPLE DE BOGOTÁ D.C, de fecha 03 de JULIO de 2020, se señaló lo siguiente: 
 

“DE LA ACCIÓN DE TUTELA: 
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 Sobre el particular, es preciso señalar que la acción de tutela se encuentra 
concebida como un mecanismo ágil y sumario para la protección judicial de los 
derechos fundamentales (CP art. 86), la cual sólo está llamada a proceder cuando 
el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, analizado tanto desde 
la perspectiva formal de su existencia, como desde la órbita material de su 
idoneidad y celeridad para brindar un amparo efectivo, pues se entiende que por 
regla general, todos los jueces de la República están investidos de autoridad para 
asegurar su protección. Este mandato ha sido identificado por la jurisprudencia 
como el principio de subsidiaridad, cuyo propósito es el de preservar el reparto de 
competencias atribuido por la Constitución y la ley a las diferentes autoridades 
judiciales, en desarrollo de los principios de autonomía e independencia de la 
actividad judicial. 
 
Precisamente, a nivel normativo, el artículo 86 Superior establece que, “esta acción 
solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial”. 
De igual forma, el Decreto 2591 de 1991, “por el cual se reglamenta la acción de 
tutela”, dispone en el artículo 6º que la misma no procederá “cuando existan otros 
recursos o medios de defensa judiciales”. Esto significa que, como mandato 
general, la acción de tutela no es procedente cuando quien la interpone cuenta con 
otra vía de defensa judicial para ventilar el asunto y lograr su protección.  
 
SUBSIDIARIEDAD DE LA TUTELA EN MATERIA LABORAL 
 
Dentro del ordenamiento jurídico colombiano, existe una diversidad de mecanismos 
de defensa para salvaguardar los derechos laborales (competencia asignada a la 
jurisdicción laboral o contencioso administrativa laboral, según el caso). Como 
consecuencia, la Corte Constitucional ha manifestado que la acción de tutela, 
en principio, no resulta procedente para resolver controversias que surjan de 
la relación trabajador-empleador, como en el caso del reintegro laboral y/o el 
pago de prestaciones económicas. (subraya y negrilla fuera del texto original) 
 
Es así, que se encuentra ampliamente decantado el precedente jurisprudencial, de 
la improcedencia general de la acción de tutela para resolver controversias frente 
actos administrativos, de connotación laboral, económica u otros que cuentan con 
su propio espacio ante los Jueces a quienes el legislador le ha encomendado 
conocer de aquella clase de asuntos, debido al carácter subsidiario y residual de la 
acción de tutela y porque para aquellas controversias suscitadas sobre reintegro 
laboral como es el caso traído a estudio, el legislador tiene previsto que ellos han 
de ser solucionados por medio de los recursos ordinarios, es decir existe autoridad 
judicial legalmente instituida para dirimir ese tipo de situaciones.  
 
En el anterior orden de ideas, se encuentra limitado al Juez de Tutela para invadir 
competencias que tienen su propio escenario, debido a que no es suficiente que se 
alegue vulneración o amenaza a un derecho fundamental, para que 
automáticamente se legitime su procedencia; lo que no implica que se deba 
desconocer la línea jurisprudencial que nuestra H. Corte Constitucional ha 
adoptado viable su procedencia de manera excepcional y con carácter transitorio, 
para aquellos eventos donde advierta necesidad de proteger a personas que ha 
calificado. 
 
como sujetos de especial protección constitucional, para quienes, en efecto se ha 
fijado una protección laboral reforzada o en eventos que se advierte la inminencia 
de un perjuicio irremediable que justifique su trámite.  
 
Al respecto, aquella forma excepcional, la Jurisprudencia ha entendido que este 
mecanismo constitucional es procedente cuando se trata de personas que se 
encuentran en “circunstancias de debilidad manifiesta por causa de su condición 
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económica, física o mental y que formulan pretensiones dirigidas a lograr la tutela 
del derecho constitucional a la estabilidad laboral reforzada”4 
 
 DE LA ACCIÓN DE TUTELA PARA EL PAGO DE ACREENCIAS LABORALES 
 
 Por otro lado, en relación con la procedencia de la acción de tutela para obtener el 
pago de acreencias económicas, la jurisprudencia de la máxima Corporación en la 
jurisdicción constitucional, también ha sostenido que en principio este mecanismo 
constitucional es improcedente, pues le corresponde a la jurisdicción ordinaria, 
dirimir las controversias relativas a la reclamación de acreencias de orden laboral.  
Sin embargo, la citada Corporación ha establecido también, que cuando el no pago 
de las acreencias laborales vulnera o amenaza los derechos fundamentales como 
la vida digna, el mínimo vital, la seguridad social, y/o la subsistencia del trabajador, 
la tutela será procedente de manera excepcional, para la reclamación de aquellas 
prestaciones que constituyan la única fuente de sustento o recursos económicos 
que permiten sufragar las necesidades básicas, personales y familiares de la 
persona afectada.  
 
En síntesis, el mecanismo constitucional solamente es procedente de manera 
excepcional para solicitar el reintegro del trabajador y el pago de acreencias 
económicas, pues en principio la jurisdicción laboral deberá ser la jurisdicción 
encargada de dirimir el conflicto suscitado. Así pues, el juez constitucional debe 
estar atento a la existencia de ciertos presupuestos facticos que le permitan 
interpretar si el mecanismo de amparo es el idóneo y efectivo para dirimir la 

controversia planteada en el caso concreto. 5 
 
Dicho lo anterior y analizados los artículos de la Constitución Nacional invocados por el 
apoderado, las distintas jurisprudencias sobre la temática en la cual habremos de 
movernos, los hechos relatados y pruebas  auxiliadas por las partes intervinientes, lleva 
necesariamente al despacho a recordar el numeral primero del artículo 6º del Decreto 2591 
de 1991, establece: “La acción de tutela no procederá: 1º Cuando existan otros recursos o 
medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para 
evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos mecanismos será apreciada en 
concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentre el 
solicitante”. 
 

En Sentencia SU075/18, Magistrada Ponente: GLORIA STELLA ORTIZ DELGADO La Sala Plena 
de la Corte Constitucional, integrada por los Magistrados Alejandro Linares Cantillo, quien la 
preside, Carlos Bernal Pulido, Diana Fajardo Rivera, Luis Guillermo Guerrero Pérez, Antonio José 
Lizarazo Ocampo, Gloria Stella Ortiz Delgado, Cristina Pardo Schlesinger, José Fernando Reyes 
Cuartas y Alberto Rojas Ríos, en ejercicio de sus competencias constitucionales y legales, señaló 
lo siguiente:  
 

“En cumplimiento de los principios de universalidad, integralidad, eficiencia y prevalencia 
de derechos, la cobertura del Sistema de Seguridad Social en Salud debe abarcar a toda 
la población. De este modo, el Legislador ha previsto la existencia de dos regímenes de 
afiliación, con el propósito de garantizar el acceso a los servicios de todos los residentes 
en Colombia. Por tanto, pese a la eliminación de la categoría de participantes vinculados, 
resulta claro que las personas que aún no se encuentran afiliadas al Régimen Contributivo 
o al Subsidiado tienen derecho a recibir la prestación de los servicios básicos de salud, con 
cargo a las entidades territoriales. Adicionalmente, se debe resaltar que en cualquiera de 
las modalidades de afiliación o vinculación se prevé una especial protección para las 
mujeres durante la gestación, después del parto y en el periodo de lactancia. Así las cosas, 
a partir de la especial protección constitucional prevista para las mujeres embarazadas y 

                                                           
4 En Sentencia de Acción de Tutela, proferido por el JUZGADO SESENTA Y UNO CIVIL MUNICIPAL 
5 En Sentencia de Acción de Tutela, proferido por el JUZGADO SESENTA Y UNO CIVIL MUNICIPAL 
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los niños menores de dos años, existen diferentes mecanismos de garantía de su derecho 
a la salud mediante los cuales se asegura su acceso a las prestaciones, servicios y 
tecnologías en salud. De este modo, con independencia de que la mujer gestante esté 
vinculada laboralmente, puede recibir atención en salud en el Régimen Contributivo 
como beneficiaria o afiliada adicional. Igualmente, mediante el mecanismo de 
protección al cesante se garantiza el pago de las cotizaciones al Sistema de 
Seguridad Social en Salud para aquellas mujeres embarazadas que se encuentren 
en situación de desempleo. Además, en caso de no contar con recursos 
económicos, puede afiliarse al Régimen Subsidiado, con el fin de recibir atención 
médica oportuna en las distintas etapas de la gestación, postparto y lactancia, 
además de otros beneficios. Finalmente, la Sala concluye que, en todo caso, las 
mujeres en estado de embarazo o en período de lactancia y sus hijos deben ser 
atendidos por el Sistema de Seguridad Social en Salud, aún si no se encuentran 
afiliados al Régimen Contributivo o al Subsidiado.” (subraya y negrilla fuera del texto 
original) 
 
“(i) Cuando el empleador conoce del estado de gestación de la trabajadora, pueden 
presentarse dos situaciones: a. Que la desvinculación ocurra antes del vencimiento de la 
terminación de la obra o labor contratada sin la previa calificación de una justa causa por 
el inspector del trabajo: En este caso se debe aplicar la protección derivada del fuero de 
maternidad y lactancia consistente en la ineficacia del despido y el consecuente reintegro, 
junto con el pago de las erogaciones dejadas de percibir. Se trata de la protección 
establecida legalmente en el artículo 239 del CST y obedece al supuesto de protección 
contra la discriminación. b. Que la desvinculación tenga lugar al vencimiento del contrato y 
se alegue como una justa causa la terminación de la obra o labor contratada: En este caso 
el empleador debe acudir antes de la terminación de la obra ante el inspector del trabajo 
para que determine si subsisten las causas objetivas que dieron origen a la relación laboral. 
Si el empleador acude ante el inspector del trabajo y este determina que subsisten las 
causas del contrato, deberá extenderlo por lo menos durante el periodo del embarazo y las 
18 semanas posteriores. No obstante, si dicho funcionario establece que no subsisten las 
causas que originaron el vínculo, se podrá dar por terminado el contrato y deberán pagarse 
las cotizaciones que garanticen el pago de la licencia de maternidad. Si el empleador no 
acude ante el inspector del trabajo, el juez de tutela debe ordenar el reconocimiento de las 
cotizaciones durante el periodo de gestación y la renovación sólo sería procedente si se 
demuestra que las causas del contrato laboral no desaparecen, valoración que puede 
efectuarse en sede de tutela. Adicionalmente, para evitar que se desconozca la regla de 
acudir al inspector de trabajo, si no se cumple este requisito el empleador puede ser 
sancionado con el pago de los 60 días de salario previsto en el artículo 239 del C.S.T. (ii) 
Cuando existe duda acerca de si el empleador conoce el estado de gestación de la 
trabajadora, opera la presunción de despido por razón del embarazo consagrada en 
el numeral 2 del artículo 239 del CST. No obstante, en todo caso se debe garantizar 
adecuadamente el derecho de defensa del empleador, pues no hay lugar a 
responsabilidad objetiva. (ii) Cuando el empleador no conoce el estado de gestación 
de la trabajadora, con independencia de que se haya aducido una justa causa, no 
hay lugar a la protección derivada de la estabilidad laboral reforzada. Por 
consiguiente, no se podrá ordenar al empleador que sufrague las cotizaciones al Sistema 
de Seguridad Social durante el periodo de gestación, ni que reintegre a la trabajadora 
desvinculada ni que pague la licencia de maternidad. Sin perjuicio de lo anterior, con el 
monto correspondiente a su liquidación, la trabajadora podrá realizar las cotizaciones 
respectivas, de manera independiente, hasta obtener su derecho a la licencia de 
maternidad. Así mismo, podrá contar con la protección derivada del subsidio alimentario 
que otorga el ICBF a las mujeres gestantes y lactantes y afiliarse al Régimen Subsidiado 
en salud. Así, para la eventual discusión sobre la configuración de la justa causa, se debe 
acudir ante el juez ordinario laboral.” (subraya y negrilla fuera del texto original) 
 

Observado lo anterior, es de manifestar que existen abundantes pronunciamientos jurisprudenciales 
frente a que la acción de tutela no es un medio alternativo que pueda ser empleado en reemplazo 
de las acciones judiciales ordinarias, ya que en principio todos los jueces están para administrar 
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justicia a través del debido proceso, ignorarlo pues conllevaría el desconocimiento de la estructura 
jurisdiccional del Estado. Similarmente ignorar lo anterior imprecisa los fines del sistema y tampoco 
resulta procedente sustituir al juez natural por el Constitucional cuando el titular del derecho 
amenazado o vulnerado cuenta con la posibilidad de ejercer las acciones ordinarias o especiales 
ante las autoridades jurisdiccionales creadas para conocer de los litigios originados en actos de la 
administración o en virtud de una relación laboral.   

 
Se observa que, en los documentos anexados por la entidad accionada READCOL LTDA, en el 
pantallazo de conversación vía WhatsApp se observa que el día 06 de julio de 2022 se le comunicó 
a la señora AMADA SANDRITH GÓMEZ PÉREZ de la terminación de su contrato, de igual forma, 
en la historia clínica presentada por la accionante, así mismo, el día 21 de agosto de 2022 se enteró 
de su estado de embarazo y tal como lo señala en los hechos del escrito de tutela, dio aviso a la 
entidad accionada READCOL LTDA el día 29 de agosto del 2022, de lo cual, se puede concluir, que 
la entidad accionada no tenia conocimiento de su estado de embarazo al momento en que le dio 
aviso de la terminación de su contrato laboral. 
 
De los elementos allegados, no se evidencia que se haya cumplido con los requisitos necesarios 
para entrar a estudiar en detalle y de hacerlo sería el estudio propio del juez ordinario o juez natural 
quien valoraría detalladamente todas las pruebas allegadas por las partes, con el fin de determinar 
si la parte accionante tiene derecho. 
 
Como conclusión la acción de tutela fue concebida en el artículo 86 de la Constitución Política, como 
mecanismo de defensa y protección inmediata de los derechos fundamentales, únicamente cuando 
el afectado no dispone de otro medio de defensa judicial, salvo que existiendo se utilice como 
mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. (…) El artículo 6° del Decreto 2591 de 
1991, señala las causales de improcedencia de la acción de tutela dentro de las cuales establece 
que la misma será improcedente cuando exista otro recurso o medio de defensa judicial, salvo que 
se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. (…) La controversia que 
generó la presente acción de tutela debió ser resuelta por la Jurisdicción Laboral en su momento, 
jurisdicción que es la competente para conocer de la misma. En consecuencia, la accionante cuenta 
con otro mecanismo de defensa judicial del cual no ha hecho uso, pues de lo contrario le hubiese 
correspondido al juez competente pronunciarse sobre el particular, impidiéndole al Juez de Tutela 
realizar un estudio sobre el fondo del presente asunto. Si bien es cierto, a pesar de la existencia de 
otro medio de defensa judicial, la acción de tutela procede si se trata de evitar la ocurrencia de un 
perjuicio irremediable, en el presente caso no se probó su existencia. (…) En las anteriores 
condiciones la tutela es improcedente, teniendo en cuenta que la afectada dispone de otro medio de 
defensa judicial idóneo y eficaz del cual puede hacer uso para la defensa de sus derechos 
fundamentales. 
 
Así las cosas y aun estando frente a un derecho amenazado, resulta claro y evidente que el medio 
utilizado para la protección del mismo no cumple con los requisitos para su procedencia, pues se ha 
confundido, la Acción Constitucional de Tutela, con la herramienta que por su especial celeridad 
permite obtener una decisión de fondo, que pueda eventualmente evitar realizar las actuaciones 
judiciales pertinentes y ante las autoridades competentes; luego de contera, no se puede caer en el 
error, de que al juez de tutela le está permitido intervenir en todas las jurisdicciones, máxime, cuando 
en el caso de marras, existe un juez natural ante quien se debe exponer el caso para que sea éste 
quien emita las consideraciones pertinentes. 
 
Por tanto, en mérito de lo expuesto, el JUZGADO PROMISCUO MUNICIPAL DE SAN MARTIN 
CESAR administrando Justicia en nombre de la República de Colombia y por disposición de la Ley, 
 

R E S U E L V E: 
 

PRIMERO: DECLARAR improcedente la presente acción de tutela, de conformidad con las razones 
expresadas en los considerandos de este fallo. 

 
SEGUNDO: NOTIFÍQUESE a las partes intervinientes por el medio más expedito. 
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TERCERO: EN FIRME esta decisión envíese a la Corte Constitucional, para su eventual revisión. 
Esta decisión es susceptible de impugnación. 

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
 
 

 
CATALINA PINEDA ALVAREZ. 

JUEZ 
 

M.J.I.R. 
 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

DISTRITO JUDICIAL DE VALLEDUPAR 

JUZGADO CIVIL DEL CIRCUITO 

AGUACHICA, CESAR 

 

ACCIÓN:   TUTELA. 
RADICADO:   20-770-40-89-001-2022-00356-01. 
ACCIONANTE:   AMADA SANDRITH GÓMEZ PÉREZ. 

      ACCIONADOS: -GRAN TIERRA ENERGY  
                                                -RED ADMINISTRATIVA DE COLOMBIA – READCOL LTDA 

VINCULADO:  MINISTERIO DE TRABAJO. 
ASUNTO:   SENTENCIA.  
INSTANCIA:   SEGUNDA. 

 

Aguachica, Cesar, veinte (20) de enero de dos mil veintitrés (2023). 
 

 

OBJETO DE LA DECISIÓN 

 

Procede el despacho a resolver en segunda instancia la impugnación 

interpuesta por AMADA SANDRITH GÓMEZ PÉREZ, contra la sentencia 

proferida por el Juzgado Promiscuo Municipal de San Martin, Cesar, el 24 de 

noviembre de 2022, dentro de la acción de tutela que promovió la señora 

GOMEZ PEREZ contra las empresas GRAN TIERRA ENERGY y RED 

ADMINISTRATIVA DE COLOMBIA LTDA – READCOL LTDA.  

 

I.  ANTECEDENTES. 

  

El 15 de noviembre del año 2022, la señora AMADA SANDRITH GÓMEZ 

PÉREZ, presentó acción de tutela contra las empresas GRAN TIERRA 

ENERGY y RED ADMINISTRATIVA DE COLOMBIA LTDA – READCOL 

LTDA, solicitando el amparo constitucional de sus derechos fundamentales 

al MÍNIMO VITAL, VIDA, INTEGRIDAD PERSONAL, DIGNIDAD 

HUMANA, TRABAJO, IGUALDAD, SALUD, y ESTABILIDAD LABORAL 

REFORZADA; demanda en la que consignó como sustento a su petición los 

siguientes, 
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1. Hechos: 

Manifiesta la accionante que el día 03 de abril del año en curso firmó contrato 

de trabajo por obra y labor con la empresa RED ADMINISTRATIVA DE 

COLOMBIA LTDA – READCOL LTDA, cuyo objeto era prestación de 

servicios de vigilancia, dicha empresa la remitió a prestar sus servicios en la 

empresa operadora GRAN TIERRA ENERGY, en la jurisdicción de San 

Martin – Cesar, labor que desarrolló de manera personal, atendiendo las 

instrucciones del supervisor de la empresa y cumpliendo el horario laboral 

señalado por este, y el 03 de agosto de 2022 le notificaron la terminación del 

contrato laboral y actualmente se encuentra desvinculada de la seguridad 

social, al momento de su retiro de la empresa, y además, no la enviaron a 

realizarse los exámenes de egreso. 

 

Afirmó que el 29 de agosto del 2022 se realizó ecografía de ultrasonido y 

arrojo que tenía 10 semanas con 6 días de gestación, por lo que informó 

inmediatamente a la empresa READCOL LTDA radicando copia de la 

historia clínica donde mostraba su estado de embarazo y solicitó sus 

derechos de reintegro laboral, el cual le fue negado y le consignaron la 

liquidación a órdenes del Juzgado Promiscuo de San Martín – Cesar. 

 

Posteriormente, el 12 de octubre del año pasado, estaba presentando un 

dolor en el abdomen bajo y sangrado, por lo que se dirigió al Hospital Local, 

por urgencias, donde le examinaron y le diagnosticaron, embarazo de alto 

riesgo.  

 

Por lo anterior, solicitó el amparo de sus derechos fundamentales, y como 

consecuencia de ello, se le ordenara a la accionada el reintegro a su cargo y 

funciones en la empresa RED ADMINISTRATIVA DE COLOMBIA LTDA- 

READCOL LTDA, así mismo, el pago todos los salarios, prestaciones 

sociales dejados de percibir desde el momento de la desvinculación hasta 

cuando sea efectivamente reintegrada, los  aportes  al sistema  general  de  

seguridad  social y que se ordene a la accionada le pague la suma equivalente 

a sesenta (60) días de salario como consecuencia del despido injusto, el pago 

de la indemnización por despido sin justa causa, el pago de las 14 semanas 

de descanso remunerado a que tiene derecho, y que se abstenga de realizar 

actos de acoso laboral en caso de producirse el reintegro. 
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Al Juzgado Promiscuo Municipal de San Martín, Cesar, le correspondió el 

conocimiento del asunto, vinculando en el auto admisorio respectivo 

igualmente al MINISTERIO DE TRABAJO.  

 

2. Respuesta del accionado, RED ADMINISTRATIVA DE COLOMBIA 

LTDA “READCOL LTDA’’. 

 

El señor DIEGO FERNANDO RUIZ PRADA actuando en representación 

legal de la mencionada empresa, dio respuesta a la demanda, solicitando no 

amparar los derechos fundamentales deprecados y declarar la 

improcedencia de la acción constitucional toda vez que existen los 

mecanismos ordinarios para las reclamaciones efectuadas por el accionante. 

 

Respecto de las pretensiones de la actora, señaló que no le asiste los derechos 

invocados, toda vez que no se cumplió con los requisitos establecidos en la 

Sentencia SU075/18, específicamente “El conocimiento del embarazo por 

parte del empleador”, para dar aplicabilidad a la estabilidad laboral 

reforzada. 

 

Arguyó, que se puede establecer que la trabajadora le fue notificado la 

terminación del contrato el 06 de julio de 2022, cuando el empleador 

desconocía su estado de embarazo y para el día 02 de agosto de 2022 en el 

momento que se dio efectivo la terminación del contrato, la empresa 

desconocía su condición de madre gestante, lo que se entiende que la 

finalización del vínculo laboral se establece por la finalización del término 

del contrato y se configura una causal de justa causa y no una conducta de 

discriminación por el estado de embarazo de la trabajadora y como 

consecuencia tampoco daría a lugar a aplicar el fuero de maternidad. 

En relación con la no remisión para exámenes de egreso, afirmó que en la 

parte  final  de  la  notificación  de  la  no prórroga del  contrato, esto  es  en  

el  párrafo cinco se indica que “si transcurrido cinco (5) días a partir de esta 

notificación, no se presenta donde el medico respectivo para la práctica del 

examen, se entenderá que se niega y renuncia a llevar a cabo dichas 

evaluaciones,  según el artículo 57; numeral 7 del Código Sustantivo De 

Colombia”; y  aun  así  la  trabajadora  no  se presentó; segundo, de  la  misma  

manera  se  realizó  la  remisión  de  Exámenes  de Egreso de fecha 06 de julio 
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del 2022, documento que fue firmado por la trabajadora  Sra.  Amada Gómez 

Pérez el día 10 de julio de 2022; sin embargo, pasado el tiempo, la trabajadora 

no se practicó los exámenes. 

Concluyó afirmando que, la empresa RED ADMINISTRATIVA DE 

COLOMBIA LTDA “READCOL LTDA’’, actuó en derecho y acorde a la 

legislación laboral, pues la no prórroga del contrato se da por cambios y 

necesidades operativas y no por discriminación o consecuencia del estado de 

embarazo de la señora AMADA SANDRITH GÓMEZ PÉREZ, puesto que la 

empresa no tenía conocimiento de su estado de gestión sino hasta que 

presento la historia clínica, cuando ya se había terminado el vínculo laboral 

con la trabajadora. 

 

3. Respuesta de la accionada: GRAN TIERRA ENERGY COLOMBIA, 

LLC SUCURSAL. 

A través de apoderado judicial, la empresa GRAN TIERRA ENERGY 

COLOMBIA, LLC SUCURSAL, dio respuesta a la demanda, solicitando no 

amparar los derechos fundamentales deprecados, aduciendo que su 

representada no ha incurrido en ningún tipo de vulneración de los derechos 

aquí invocados por la accionante, ni por acción, ni omisión, ni de manera 

directa e indirecta, teniendo en cuenta que, en ningún momento, su 

poderdante ha tenido alguna relación laboral o de cualquier índole con la 

tutelante y, por ende, desconoce de todos los hechos mencionados. 

 

Explicó que entre GRAN TIERRA ENERGY COLOMBIA, LLC SUCURSAL 

y RED ADMINISTRATIVA DE COLOMBIA LTDA - READCOL LTDA se 

suscribió una orden de servicio de vigilancia y seguridad para la custodia de 

los activos e intereses de la Empresa dispuestos en los campos del Valle 

Magdalena Medio con el No. 1200001539-1200001540- 1200001545 el cual 

inicio el 1° de marzo de 2021 y finalizará el 28 de febrero de 2024. 

 

Por lo anterior, solicitó la declaratoria de falta de legitimación en la causa por 

pasiva, ya que esa entidad no ha incurrido en ningún tipo de vulneración de 

derechos invocados.  
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4. Respuesta del Vinculado, MINISTERIO DE TRABAJO. 

Debidamente notificado de la acción de tutela, el director de la territorial del 

Cesar del Ministerio del Trabajo, dio respuesta solicitando la declaratoria de 

improcedencia de la misma en relación con el Ministerio, por falta de 

legitimación por pasiva, solicitando por ende su desvinculación, en razón a 

que dicha entidad no es ni fue la empleadora del accionante, lo que implica 

que no existe ni existió un vínculo de carácter laboral entre el demandante y 

esta entidad, y por lo mismo, no existen obligaciones ni derechos recíprocos 

entre los dos, lo que da lugar a que haya ausencia por parte del Ministerio, 

bien sea por acción u omisión de vulneración o amenaza, de derecho 

fundamental alguno.    

 

Respecto al despido de una trabajadora durante el periodo de embarazo o 

los tres meses posteriores al parto, transcribió las reglas jurisprudenciales 

aplicadas en tal condición, e hizo referencia a la sentencia SU-070 del 2013 

indicando que es necesario solicitar la autorización del inspector de trabajo 

para que autorice o no el despido, en razón a que la misma se configura como 

un a presunción legal, tramite dentro del cual dicha autoridad laboral 

administrativa constata las circunstancia de terminación del vínculo laboral 

que permita evidenciar la ocurrencia de un despido justo, y por ende el juez 

constitucional puede definir con fundamento en el caso en concreto y la 

jurisprudencia unificada del máximo tribunal constitucional.  

 

Refirió igualmente la improcedencia de la acción de tutela por el 

incumplimiento del principio de subsidiariedad como requisito para la 

procedencia de la acción, toda vez que frente al caso en concreto existe otro 

medio de defensa ante la jurisdicción ordinaria en sus especialidades 

laborales y de seguridad social. 

 

II.PRUEBAS 

 

A continuación, se relacionan las más relevantes que obran en el expediente: 

  

1. A favor de la parte Accionante:  

• Copia de la historia clínica del 21/08/2022, del 12/10/2022 y del del 

01/11/2022, así como los exámenes realizados. 
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2. A favor de la parte Accionada RED ADMINISTRATIVA DE 

COLOMBIA LTDA “READCOL LTDA’’.  

• Copia de la cedula del representante legal. 

• Certificado de existencia y representación legal expedido por la Cámara 

de Comercio.  

• Contrato de trabajo de fecha 03 de abril de 2022. 

• Copia de notificación de no prórroga del contrato firmada por la 

trabajadora. 

• Copia de Captura de notificación a través del aplicativo de WhatsApp. 

• Copia de Hoja de vida de la accionante.  

• Copia de orden de Remisión para Exámenes de Egreso, suscrita por la 

accionante de fecha 10 de julio de 2022. 

• Copia de historial clínico del 11 de agosto de 2022.   

• Copia de Respuesta de PQR realizada el 17 de agosto de 2022. 

• Copia de recibido de PQR del 12 de agosto de 2022. 

• Copia de envió de respuesta de PQR el 18 de agosto de 2022. 

• Copia de liquidación de contrato de trabajo del 09 de septiembre de 2022.  

• Acta de Terminación y liquidación del contrato. 

• Certificación laboral del 09 de septiembre de 2022.  

• Comprobante de pago de agosto de 2022. 

• Comunicación del 20 de septiembre de 2022.  

• Copia de captura de notificación por aplicativo de WhatsApp desde el 31 

de agosto; el 8, 16, 20 de septiembre hasta el 19 de octubre. 

 

3. A favor de la parte Accionada GRAN TIERRA ENERGY COLOMBIA, 

LLC SUCURSAL: 

• Certificación de GRAN TIERRA ENERGY COLOMBIA, LLC SUCURSAL 

a CPVEN - SUCURSAL COLOMBIA expedida el 17 de noviembre de 2022. 

 

III. DECISIÓN JUDICIAL OBJETO DE IMPUGNACIÓN 

1. Decisión de Primera Instancia. 

El Juzgado de primera instancia mediante providencia del 24 de noviembre 

de 2022, resolvió negar por improcedente la acción interpuesta por la 

accionante, al considerar que la controversia que generó la presente acción 
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de tutela debe ser resuelta por la Jurisdicción Laboral en su momento, 

jurisdicción que es la competente para conocer de la misma, haciendo 

referencia en todo caso, a que la entidad accionada no tenía conocimiento de 

su estado de embarazo al momento en que le dio aviso de la terminación de 

su contrato laboral, lo que conlleva a que no resulte procedente 

excepcionalmente la acción.  

 

2. Impugnación. 

Inconforme con la decisión adoptada, la accionante presentó impugnación 

solicitando la revocatoria del fallo de primera instancia, y que, en 

consecuencia, se concediera el amparo de sus derechos fundamentales 

deprecados y accediera a cada una de las pretensiones de la demanda. 

 

Indicó, que el A-quo, no había dictado un fallo que no se ajusta a los hechos 

y antecedentes que motivaron la tutela ni al derecho impetrado, por error de 

hecho y de derecho, los cuales concluyeron en un defecto fáctico en el 

examen y consideración de la presente acción constitucional. 

  

Alegó, que en su caso en concreto se trata de una trabajadora que se 

encontraba en estado de debilidad manifiesta, a quien se le da por terminado 

unilateralmente su contrato de trabajo sin la autorización del Ministerio del 

Trabajo, que se encontraba en estado de embarazo al momento de su 

despido, y que, por tal motivo, vio amenazado el goce efectivo de sus 

derechos a la salud y vulnerado su derecho al mínimo vital. 

  

Adujo que la empresa GRAN TIERRA ENERGY COLOMBIA, LLC    

SUCURSAL, es solidariamente responsable en el presente asunto debido a la 

responsabilidad solidaria entre contratista y beneficiario de la obra o labor 

contratada, artículo 34 del Código Sustantivo del Trabajo. 

 

Por tanto, solicitó que se considerara que al momento en que se puso fin a su 

contrato laboral, se encontraba en estado de embarazo con siete semanas de 

gestación, por lo que debía aplicarse la presunción según la cual la 

desvinculación se originó en una situación discriminatoria, pues en 

contravención del principio de solidaridad que debe mediar las relaciones 

laborales, se optó por terminar el contrato de trabajo en un momento en que 

era vital contar con un sustento económico, debido a que es madre cabeza de 

familia y madre de otro menor de edad. 
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IV. CONSIDERACIONES Y FUNDAMENTOS JURIDICOS. 

1. Competencia. 

Esta agencia judicial es competente para resolver la impugnación presentada 

contra el fallo proferido por el juzgado de primera instancia; lo anterior, de 

conformidad con lo establecido en los artículos 86 y 241-9 de la Constitución 

Política, en el artículo 31 del Decreto 2591 de 1991. 

 

2. Planteamiento del problema jurídico. 

Teniendo en cuenta los hechos y pruebas recaudadas durante el presente 

trámite, así como la inconformidad del recurrente, corresponde al suscrito 

funcionario determinar: ¿Si la empresa RED ADMINISTRATIVA DE 

COLOMBIA LTDA “READCOL LTDA’’, vulneró los derechos 

fundamentales deprecados por la accionante, con la terminación unilateral 

de su contrato de trabajo a pesar de encontrarse en estado de gravidez?  

Previo a lo cual se deberá establecer si se encuentran acreditados los 

requisitos de procedencia de la acción de tutela en el caso objeto de estudio, 

respuesta con la que a su vez logrará determinar si la decisión contenida en 

la sentencia de primera instancia que resolvió negar por improcedente el 

amparo, se encuentra ajustada a derecho. 

 

Para resolver el anterior problema jurídico, el despacho fundamentará su 

decisión en la reiterada jurisprudencia de la Honorable Corte Constitucional 

sobre i) el fundamento constitucional de la protección de las mujeres 

embarazadas; ii) el contenido de la protección del fuero de maternidad y las 

reglas generales aplicables a dicha garantía; y iii) la Sentencia SU-070 de 

2013. El precedente vinculante en materia de protección laboral reforzada a 

las mujeres embarazadas; para luego entrar al caso en concreto, iniciando 

con, 

 

(i) Fundamento constitucional de la protección de las mujeres 

embarazadas. 

11. Desde sus primeros años, la Corte Constitucional ha reconocido 

que la protección laboral reforzada de las mujeres durante la gestación 
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y la lactancia es un mandato superior que se deriva principalmente de 

cuatro fundamentos constitucionales: 

  

(i) El derecho de las mujeres a recibir una especial protección durante 

la maternidad, el cual se encuentra previsto en el artículo 43 de la 

Constitución. Dicha norma señala expresamente que las mujeres 

tienen derecho a gozar de especial asistencia y protección del Estado 

durante el embarazo y que deben recibir un subsidio alimentario, en 

caso de desempleo o desamparo. Así, la jurisprudencia constitucional 

ha destacado que este enunciado implica a su vez dos obligaciones a 

cargo del Estado: la especial protección de la mujer embarazada y 

lactante −sin distinción−, y un deber prestacional que consiste en 

otorgar un subsidio cuando esté desempleada o desamparada. En este 

sentido, se trata de una protección general para todas las mujeres 

gestantes. 

  

(ii) La protección de la mujer embarazada o lactante de la 

discriminación en el ámbito laboral, la cual ha sido destacada por esta 

Corporación en reiteradas oportunidades. El fin de la salvaguarda en 

este caso es impedir la discriminación que, a raíz del embarazo, pueda 

sufrir la mujer, específicamente la terminación o la no renovación del 

contrato por causa o con ocasión de esa condición o de la lactancia. De 

este modo, el fuero de maternidad, encuentra también su sustento en 

la cláusula general de igualdad de la Constitución que proscribe la 

discriminación por razones de sexo, así como en el ya mencionado 

artículo 43 Superior, que dispone la igualdad de derechos y 

oportunidades entre hombres y mujeres. 

  

Adicionalmente, la prohibición de discriminación en el ámbito laboral 

de las mujeres en estado de embarazo ha sido ampliamente 

desarrollada por numerosos instrumentos internacionales, entre los 

cuales se destacan el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 

Políticos (PIDESC) (artículo 26), la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos (CADH) (artículos 20 y 24), el Pacto Internacional 

de Derechos Económicos Sociales y Culturales (PIDESC) (artículos 2° 

y 6°), la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y 

Erradicar la Violencia contra la Mujer –Convención de Belém do Pará– 
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(artículos 4° y 6°) y la Convención para la Eliminación de Todas las 

Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW) (artículo 11). Así 

mismo, los Convenios y Recomendaciones de la Organización 

Internacional del Trabajo (OIT) son un referente especialmente 

relevante en materia de igualdad y no discriminación de las mujeres 

en el empleo. 

  

(iii) La protección del derecho fundamental al mínimo vital y a la 

vida se erige también en un sustento normativo de la estabilidad 

laboral reforzada de la mujer en estado de embarazo, como lo ha 

reiterado este Tribunal. Este derecho, como bien jurídico de máxima 

relevancia constitucional, implica no solo la protección de la mujer 

durante la etapa gestacional, sino también se extiende a la protección 

al ejercicio pleno de la maternidad. 

  

De este modo, la protección de la mujer durante el embarazo también 

responde al valor que la Constitución le confiere a la vida en gestación, 

para lo cual contempla una protección específica y diferenciable de 

aquella que se otorga al derecho a la vida. Con todo, no puede perderse 

de vista que, como fue establecido en la Sentencia C-355 de 2006, “a 

pesar de su relevancia constitucional la vida no tiene el carácter de un valor o 

de un derecho de carácter absoluto y debe ser ponderada con los otros valores, 

principios y derechos constitucionales”. 

  

Así mismo, la Sentencia SU-070 de 2013 señaló que “la protección 

especial de la mujer en estado de gravidez deriva de los preceptos 

constitucionales que califican a la vida como un valor fundante del 

ordenamiento constitucional, especialmente el Preámbulo y los artículos 11 y 

44 de la Carta Política. La vida, como se ha señalado en reiterada 

jurisprudencia de esta Corporación, es un bien jurídico de máxima relevancia. 

Por ello la mujer en estado de embarazo es también protegida en forma 

preferencial por el ordenamiento como gestadora de la vida que es”. 

  

Además, la prohibición de despido por causa o con ocasión del 

embarazo se encamina a garantizar a la mujer embarazada o lactante 

un ingreso que permita el goce del derecho al mínimo vital y a la 

salud, de forma independiente. En este sentido, la jurisprudencia 
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constitucional ha afirmado que la protección reforzada de la mujer 

embarazada estaría incompleta si no abarcara también la protección 

de la maternidad, es decir, a la mujer que ya ha culminado el período 

de gestación y ha dado a luz. En esa medida, dicho mandato guarda 

estrecha relación con los contenidos normativos constitucionales que 

hacen referencia a la protección de los niños y de la familia. 

  

(iv) Por último, la relevancia de la familia en el orden constitucional es 

una justificación adicional de la especial protección de la mujer 

gestante y lactante. 

  

12. En consecuencia, los fundamentos constitucionales a los cuales se 

ha aludido cimientan la especial protección que deben recibir las 

mujeres durante la gestación y la lactancia la cual, en el ámbito 

laboral, se materializa en el fuero de maternidad, entre otras 

garantías. No obstante, es preciso resaltar que los cuatro principios 

que sustentan la garantía del fuero de maternidad se encuentran 

relacionados de forma inescindible y se han estructurado 

históricamente a partir de la salvaguarda del derecho a la igualdad 

de las mujeres en el trabajo. 

  

En efecto, la garantía de la estabilidad laboral reforzada para las 

mujeres en estado de embarazo o en el periodo de lactancia constituye 

una acción afirmativa en favor de aquellas que responde a la 

desventaja que afrontan, pues deben soportar los mayores costos de 

la reproducción y de la maternidad, los cuales tradicionalmente son 

asumidos únicamente por las mujeres. 

  

Además, estas deben ausentarse temporalmente de su cargo para 

ejercer la maternidad, especialmente las primeras labores de cuidado 

de los niños recién nacidos. Ello, a su turno, representa un 

desincentivo para el empleador, pues la contratación de mujeres que 

ejerzan ambos roles simultáneamente (el de trabajadora y el 

reproductivo) se ha percibido por algunos como un detrimento del 

objetivo productivo y eficiente de una empresa. Por tanto, el ejercicio 

del rol reproductivo implica una desventaja para las mujeres en el 

mercado laboral. 
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…16. Como se evidencia a partir del anterior recuento normativo, la 

estabilidad laboral reforzada para las trabajadoras en estado de 

gestación es una respuesta a la discriminación histórica que han 

afrontado las mujeres en el ámbito laboral, quienes fueron y aún son 

despedidas por causa del embarazo. Así, en razón de la situación de 

desventaja histórica a la que ha sido sometida la mujer 

trabajadora −el despido en razón del embarazo−, el fuero de 

maternidad se encamina a potenciar su estabilidad en el trabajo y su 

posibilidad de permanecer en la fuerza laboral cuando ejerce su rol 

reproductivo. 

    

(ii) El contenido de la protección del fuero de maternidad y las reglas 

generales aplicables a dicha garantía. 

 

La protección del fuero de maternidad (concepto que, por supuesto, 

incluye al fuero de lactancia) se ha incrementado progresivamente, en 

cumplimiento de los mandatos de la Constitución Política. Así, el fuero 

de maternidad es una regulación legal que materializa el principio de 

estabilidad en el trabajo (particularmente para las mujeres gestantes), 

el mandato de igualdad y el derecho fundamental a la estabilidad 

laboral reforzada. 

  

En la actualidad, el fuero de maternidad se encuentra previsto 

primordialmente en los artículos 239, 240 y 241 del Código Sustantivo 

del Trabajo, los cuales contienen distintas medidas de protección: 

  

(i) el numeral 1° del artículo 239 del CST impone 

una prohibición general de despido a las mujeres por motivo 

de embarazo o lactancia y precisa que dicha desvinculación 

únicamente puede realizarse con “la autorización previa del 

Ministerio de Trabajo que avale una justa causa”; 

  

(ii) en consonancia con la norma anterior, el artículo 240 del CST 

dispone que, para que sea legal el despido de una trabajadora 

durante el período de embarazo “o los tres meses posteriores al 
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parto”, el empleador necesita la autorización del inspector del 

trabajo, o del alcalde municipal en los lugares en donde no 

existiere aquel funcionario. Así mismo, este permiso de 

desvinculación sólo puede concederse en virtud de una de las 

justas causas enumeradas en los artículos 62 y 63 del CST. 

(iii) el numeral 2° del artículo 239 del CST establece 

una presunción, de conformidad con la cual se entiende que el 

despido efectuado dentro del período de embarazo y/o dentro 

de los tres meses posteriores al parto tuvo como motivo o causa 

el embarazo o la lactancia. 

  

(iv) el numeral 3° del artículo 239 del CST prevé 

una indemnización por despido sin autorización del 

Ministerio del Trabajo (o del alcalde municipal según el caso), 

la cual es independiente de los salarios y prestaciones a los 

cuales tiene derecho la trabajadora de acuerdo con el contrato de 

trabajo. 

 

(v) el numeral 4° del artículo 239 del CST indica que, si la mujer 

trabajadora no ha disfrutado del descanso remunerado que 

corresponde a su licencia de maternidad, “tendrá derecho al pago 

de las semanas que no gozó de licencia”. En otras palabras, cuando 

por alguna “razón excepcional” exista alguna interrupción total o 

parcial del período de descanso remunerado al cual tiene 

derecho, se debe efectuar el pago correspondiente a la licencia 

de maternidad durante dicho término. 

  

(vi) finalmente, el artículo 241 del CST impone la obligación para 

el empleador de mantener vinculada a la trabajadora que 

disfruta de los descansos remunerados contemplados en dicho 

capítulo (licencia de maternidad, lactancia y descanso 

remunerado en caso de aborto). Además, sanciona con la 

ineficacia “el despido que el empleador comunique a la trabajadora en 

tales períodos”, es decir, en los descansos remunerados 

anteriormente mencionados. 
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Por tanto, aunque la presunción según la cual la terminación del 

contrato se debió a la condición de gestante culmina transcurrido el 

tercer mes posterior al parto, la protección a la trabajadora lactante se 

mantiene. Así, durante las semanas siguientes a dicho período, 

mientras la trabajadora goce de su licencia de maternidad (que 

asciende a 18 semanas en total) y en el término de la lactancia, se 

conserva la garantía de estabilidad laboral reforzada en los términos 

del artículo 241 del CST, pese a que no es aplicable la presunción de 

despido por causa del embarazo. 
 

En consecuencia, el fuero de maternidad desarrolla el derecho 

fundamental a la estabilidad laboral reforzada de las mujeres gestantes 

y lactantes y se compone de varias medidas de protección que, aunque 

diferenciadas, son complementarias y corresponden al propósito de 

garantizar que no se excluya a las mujeres del mercado laboral en 

razón del proceso de gestación. 
 

Asimismo, en sentencia SU-070 de 2013 la Corte Constitucional 

unificó su jurisprudencia sobre la materia y sistematizó las pautas 

normativas aplicables al asunto, estableciendo dos reglas principales 

en relación con esta materia: 

  

(i) La protección reforzada a la maternidad y la lactancia en el 

ámbito del trabajo procede cuando se demuestre, sin ninguna otra 

exigencia adicional:  
 

(a) la existencia de una relación laboral o de prestación y;  

(b) que la mujer se encuentra en estado de embarazo o dentro de 

los tres meses siguientes al parto, en vigencia de dicha relación 

laboral o de prestación. 1 

(ii) No obstante el alcance de la protección, se debe determinar 

a partir de dos factores: 

(a) el conocimiento del embarazo por parte del empleador y; (b) 

la alternativa laboral mediante la cual se encontraba vinculada 

la mujer embarazada. 

                                              

1 Aparte subrayado y en negrita por el despacho. 
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En otras palabras, se configura el derecho a la estabilidad laboral 

reforzada siempre que se demuestre el estado de embarazo de la 

trabajadora desvinculada en la vigencia del contrato laboral, pero el 

grado de protección judicial derivada del fuero de maternidad y 

lactancia dependerá de si el empleador conocía del estado de 

gestación de la trabajadora y de la modalidad del contrato laboral en 

el cual se hallaba vinculada. 

  

De este modo, pueden existir distintos tipos de medidas entre las 

cuales se encuentran: el reintegro de la trabajadora, el pago de los 

salarios y prestaciones dejados de percibir, las indemnizaciones 

previstas en el CST, la obligación de reconocer las cotizaciones 

durante el período de gestación y hasta que la empleada tenga 

derecho a la licencia de maternidad, entre otras. 

 

…Toda vez que la relación laboral de la accionante en el caso objeto 

de estudio estuvo regida por un contrato de trabajo a término fijo, la 

Sala destacará la postura jurisprudencial vigente acerca de aplicación 

de la estabilidad laboral reforzada por fuero de maternidad en ese tipo 

de contrato. Al efecto, las consideraciones de la sentencia SU-075 de 

2018 en la materia se pueden sintetizar en la siguiente tabla2. 

  

Contrato a término fijo 

  
El empleador tuvo conocimiento 

sobre el estado de embarazo 

  
El empleador no 

tuvo conocimiento 

sobre el estado de 

embarazo 

Existe duda acerca de si 

el empleador tuvo 

conocimiento del estado 

de embarazo 

1.   Cuando la desvinculación 

tenga lugar antes del vencimiento 

del contrato sin la previa 

calificación de una justa causa por 

el inspector del trabajo: en este 

caso se debe aplicar la protección 

derivada del fuero de maternidad y 

lactancia, consistente en la 

ineficacia del despido y el 

consecuente reintegro, junto con el 

Cuando el 

empleador no 

conoce el estado de 

gestación de la 

trabajadora, con 

independencia de que 

se haya aducido una 

justa causa, no hay 

lugar a la protección 

derivada de la 

Cuando 

existe duda acerca de si 

el empleador conoce el 

estado de gestación de la 

trabajadora, opera la 

presunción de despido por 

razón del embarazo 

consagrada en el numeral 

2 del artículo 239 del 

CST[37]. No obstante, en 

                                              

2 Aparte tomado de la sentencia T-022 de 2022.  
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pago de las erogaciones dejadas de 

percibir. Se trata de la protección 

establecida legalmente en el 

artículo 239 del CST y obedece al 

supuesto de protección contra la 

discriminación. 
  
2.   Cuando la desvinculación 

ocurra una vez vencido el contrato, 

alegando como una justa causa el 

vencimiento del plazo pactado: en 

este caso el empleador debe acudir 

antes del vencimiento del plazo 

pactado ante el inspector del trabajo 

para que determine si subsisten las 

causas objetivas que dieron origen 

a la relación laboral. 

estabilidad laboral 

reforzada. 

  

todo caso se debe 

garantizar adecuadamente 

el derecho de defensa del 

empleador, pues no hay 

lugar a responsabilidad 

objetiva.  

  

63.   De lo anterior, la Corte encuentra que al analizar la presunta 

vulneración al derecho a la estabilidad laboral reforzada por fuero de 

maternidad es necesario determinar los siguientes tres aspectos: (i) la 

modalidad contractual que rige la relación laboral, (ii) el grado de 

conocimiento del empleador acerca del estado de embarazo o 

lactancia de la trabajadora y, de ser el caso, (iii) determinar las 

medidas de protección admitidas por la jurisprudencia 

constitucional.   

  

64.   En conclusión, el ordenamiento jurídico colombiano le reconoce 

a las mujeres en estado de gravidez o lactancia un interés superior. 

Esta especial protección jurídica en el ámbito laboral se traduce en el 

denominado fuero de maternidad, a partir del cual el empleador no 

puede despedir a la trabajadora que se encuentre en las condiciones 

mencionadas mientras dura el embarazo y luego durante la 

lactancia, sin autorización del Ministerio del Trabajo y solo ante la 

configuración de una justa causa. 

 

 

(iii) La Sentencia SU-070 de 2013. El precedente vinculante en materia de 

protección laboral reforzada a las mujeres embarazadas. 

23. Debido a la existencia de una considerable dispersión de posturas 

jurisprudenciales en relación con el alcance de la protección del 

embarazo y la maternidad derivada de la estabilidad laboral 

reforzada, esta Corporación profirió la Sentencia SU-070 de 2013[164], 
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a través de la cual unificó los criterios que sostuvieron las distintas 

Salas de Revisión de la Corte y sistematizó las pautas normativas 

aplicables al asunto. En este sentido, la Sala Plena estableció dos reglas 

principales en relación con esta materia: 

 (i) La protección reforzada a la maternidad y la lactancia en el ámbito 

del trabajo procede cuando se demuestre, sin ninguna otra exigencia 

adicional, lo siguiente:  

  

(a) La existencia de una relación laboral o de prestación y;  

 (b) Que la mujer se encuentra en estado de embarazo o dentro 

de los tres meses siguientes al parto, en vigencia de dicha 

relación laboral o de prestación. 

  

(ii) No obstante, el alcance de la protección se debe determinar a 

partir de dos factores: 

  

(a) El conocimiento del embarazo por parte del empleador; y 

(b) La alternativa laboral mediante la cual se encontraba 

vinculada la mujer embarazada. 
 

24. En otras palabras, se configura el derecho a la estabilidad laboral 

reforzada siempre que se demuestre el estado de embarazo de la 

trabajadora desvinculada durante la vigencia del contrato laboral, 

pero el grado de protección judicial derivada del fuero de maternidad 

y lactancia dependerá de si el empleador conocía del estado de 

gestación de la trabajadora y de la modalidad del contrato laboral en 

el cual se hallaba vinculada, pues se trata de proteger el derecho a la 

igualdad de la mujer gestante y garantizar la no discriminación por 

esa causa. 

 25. De este modo, pueden existir distintos tipos de medidas entre las 

cuales se encuentran: (i) el reintegro de la trabajadora; (ii) el pago de 

los salarios y prestaciones dejados de percibir; (iii) las 

indemnizaciones previstas en el CST; (iv) la obligación de reconocer 

las cotizaciones durante el período de gestación y hasta que la 

empleada tenga derecho a la licencia de maternidad, entre otras. 

26. Sobre el particular, cabe resaltar que la Corte Constitucional ha 

establecido que la protección a la estabilidad laboral reforzada de las 

mujeres se concreta, en principio, mediante el reintegro o la 
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renovación del contrato de trabajo (según el caso). No obstante, 

también ha señalado que la salvaguarda de la alternativa laboral de 

las mujeres gestantes y lactantes también se protege “desde la óptica de 

la garantía de los medios económicos necesarios para afrontar tanto el 

embarazo como la manutención del(a) recién nacido(a)”[167]. 

Por consiguiente, “cuando es improcedente el reintegro o la renovación, 

resulta viable la modalidad de protección consistente en reconocer las 

cotizaciones respectivas a seguridad social, después de la cesación de la 

relación laboral o el contrato y hasta el momento en que la mujer acceda a la 

prestación económica de la licencia de maternidad”[168]. 
 

A continuación, la Sala abordará respectivamente cada uno de los 

aspectos que determinan el alcance de la protección a las mujeres en 

estado de gestación o de lactancia. 

  

2.3.1. El conocimiento del estado de embarazo por parte del 

empleador como componente para determinar el alcance de la 

protección laboral a la maternidad. 

  

27. El precedente constitucional vigente indica que no es necesaria la 

comunicación escrita del embarazo al empleador para que la 

trabajadora tenga derecho a la protección constitucional derivada 

del derecho a la estabilidad laboral reforzada en razón de la 

gestación. Al respecto, lo primero que se debe precisar, es que 

el conocimiento del embarazo de la trabajadora por parte del 

empleador, no es requisito para establecer si existe fuero de 

maternidad, sino para determinar el grado de protección que debe 

brindarse[169]. 

  

Sobre el particular, esta Corporación ha sostenido que si el empleador 

tuvo noticia del embarazo con anterioridad a la desvinculación, ello 

origina una “protección integral y completa, pues se asume que el 

despido se basó en el embarazo y, por ende, en un factor de discriminación en 

razón del sexo”[170]. En contraste, la ausencia de conocimiento da lugar 

a una “protección más débil, basada en el principio de solidaridad y en la 

garantía de estabilidad en el trabajo durante el embarazo y la lactancia, como 
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un medio para asegurar un salario o un ingreso económico a la madre y como 

garantía de los derechos del recién nacido” [171]. 

  

28. Adicionalmente, la jurisprudencia de la Corte ha destacado que el 

conocimiento del empleador del embarazo de la trabajadora, no 

reviste de mayores formalidades, ya que puede darse por medio de 

la notificación directa y escrita, por la configuración de un hecho 

notorio o por la noticia verbal de un tercero. 

  

Así, este Tribunal ha determinado que existen circunstancias en las 

cuales se entiende que el empleador conocía del estado de gravidez de 

una trabajadora. Por ejemplo, ha estimado que el embarazo configura 

un hecho notorio cuando: (i) son evidentes los cambios físicos de la 

mujer que le permiten al empleador inferir su estado (a partir del 

quinto mes de gestación); (ii) se solicitan permisos 

o incapacidades laborales con ocasión del embarazo; (iii) el embarazo 

es de conocimiento público entre los compañeros de trabajo; entre 

otros. 

  

29. Igualmente, esta Corporación ha concluido que el empleador 

tenía conocimiento del embarazo “cuando las circunstancias que 

rodearon el despido y las conductas asumidas por el empleador permiten 

deducirlo”. Por tanto, no resulta necesaria la notificación escrita o 

expresa acerca de la condición de gestante de la trabajadora, sino que 

basta que el empleador conozca de dicho estado por cualquier 

medio. 

  

En tal sentido, ha planteado que las formas para inferir el 

conocimiento del estado de embarazo tienen carácter indicativo y no 

taxativo y que los jueces de tutela deben analizar las circunstancias 

propias de cada caso concreto para determinar si el empleador tuvo 

noticia de la condición de gestante de la trabajadora[176]. 

  

La Sala Plena resalta que deben tenerse en cuenta las circunstancias 

propias del entorno laboral y la dificultad que implica para la mujer 

gestante la demostración del conocimiento del empleador. Por 
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consiguiente, los jueces deben valorar las posibles evidencias de que 

el empleador tuvo noticia del estado de gravidez de la trabajadora en 

el marco del principio de libertad probatoria. De este modo, es 

indispensable señalar que no existe una tarifa legal para demostrar 

que el empleador conocía del estado de embarazo de la trabajadora y 

se deben evaluar, a partir de la sana crítica, todas las pruebas que se 

aporten al proceso, entre las cuales pueden enunciarse las 

testimoniales, documentales, indicios e inferencias, entre otros. 

  

30. En conclusión, el derecho a la estabilidad laboral reforzada de las 

mujeres embarazadas no depende del momento en el cual el 

empleador tuvo conocimiento del estado de gravidez, pues el fuero de 

maternidad se desprende de la especial protección constitucional que 

recae sobre las trabajadoras. Sin embargo, dicha notificación es 

relevante para establecer el alcance de las medidas que los jueces 

constitucionales pueden otorgar en estos casos. 

  

3. El caso concreto.  

Se tiene que AMADA SANDRITH GÓMEZ PÉREZ, presentó acción de 

tutela contra las empresas GRAN TIERRA ENERGY y RED 

ADMINISTRATIVA DE COLOMBIA LTDA – READCOL LTDA, por la 

presunta vulneración de sus derechos fundamentales al mínimo vital, a la 

dignidad humana y a la estabilidad laboral reforzada, alegando que habían 

sido vulnerados por las entidades accionadas al terminar unilateralmente su 

contrato de trabajo, pese a encontrarse en estado de gravidez. 

 

Al respecto, el despacho procedió a revisar las manifestaciones e informes 

rendidos por las partes, contrastándolos con las pruebas arrimadas al 

expediente, con las que se pudo corroborar lo siguiente: 

 

• Que AMADA SANDRITH GÓMEZ PÉREZ, celebró con la empresa 

RED ADMINISTRATIVA DE COLOMBIA LTDA – READCOL LTDA 

contrato laboral en la modalidad de termino fijo.  
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• Que el 06 de julio de 2022 la empresa RED ADMINISTRATIVA DE 

COLOMBIA LTDA., notificó a la accionante que no se prorrogaría por 

más tiempo su contrato laboral; por lo anterior, este tendría vigencia 

hasta el dos (02) de agosto del 2022 y programó el 03 de agosto del 

2022 para la realización del examen de egreso:  

 
 

• Que AMADA SANDRITH GÓMEZ PÉREZ, interpuso acción de tutela 

con el fin de que le fuesen protegidos sus derechos fundamentales, y 

que se le ordenara a la accionada reconocer y pagar los porcentajes de 
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seguridad social, los salarios dejados de percibir desde la fecha en la 

que fue retirada de su cargo, hasta su reintegro, entre otros aspectos. 
 

• Que la acción de tutela fue conocida por el Juzgado Promiscuo 

Municipal de San Martin, Cesar, siendo definida mediante sentencia 

del 24 de noviembre de 2022, en la que se declaró improcedente el 

amparo deprecado por la accionante al considerar que la acción de 

tutela no constituye el mecanismo idóneo para controvertir la decisión 

en cuestión.    
 

• Que la señora AMADA SANDRITH GÓMEZ PÉREZ, impugnó la 

sentencia, solicitando la revocatoria del fallo de primera instancia, por 

cuanto no se ajusta a los hechos y antecedentes que motivaron la tutela 

ni al derecho impetrado, por error de hecho y de derecho, los cuales 

concluyeron en un defecto fáctico en el examen y consideración de la 

acción constitucional. Además, alegó que, en su caso en concreto se 

trata de una trabajadora que se encontraba en estado de debilidad 

manifiesta, a quien se le da por terminado unilateralmente su contrato 

de trabajo sin la autorización del Ministerio del Trabajo, cuando se 

encontraba en estado de embarazo, y que, por tal motivo, ve 

amenazado el goce efectivo de sus derechos a la salud y vulnerado su 

derecho al mínimo vital. 
 

Observado lo anterior, se puede concluir, que se encuentran superados los 

requisitos de procedencia de la acción de tutela, como son la legitimación en 

la causa por activa y por pasiva, de inmediatez por no haberse superado ni 

seis (06) meses luego de la desvinculación laboral de la accionante antes de 

la presentación de la demanda, y el de subsidiariedad, puesto que a pesar de 

tratarse de una controversia de naturaleza laboral, la jurisprudencia ha 

indicado que la acción de tutela procede cuando el mecanismo principal 

establecido en el ordenamiento jurídico no resulte idóneo o eficaz para la 

protección de derecho, y el examen de procedencia es menos estricto cuando 

se trate de sujetos de especial protección constitucional, circunstancia en 

cabeza de la accionante quien aseveró encontrarse en estado de embarazo al 

momento de presentar la demanda, es decir, en noviembre del año 

inmediatamente anterior.     

 

Ahora bien, al analizar de fondo las condiciones jurisprudenciales para 

determinar si en el presente asunto se vulneraron los derechos 



23 

 

fundamentales de la accionante, y establecer si a la accionante le asiste el 

derecho a la estabilidad laboral reforzada por fuero de maternidad, se tiene 

que entre la accionante y la empresa se sostuvo un contrato a término fijo, e 

igualmente no hay prueba alguna en la que se enrostre que la entidad 

accionada tenía conocimiento de su estado de embarazo al momento en que 

le dio aviso de la terminación de su contrato laboral a término fijo, en el mes 

de julio del 2022, ni al hacerse efectivo el despido, pues se observa que ni 

siquiera en esa fecha la accionante lo había advertido, por consiguiente, no 

resulta procedente a juicio de este funcionario, conceder el amparo del 

derecho a la estabilidad laboral reforzada, por cuanto antes de finalizar la 

relación laboral, el empleador no tuvo conocimiento del estado de embarazo 

de la accionante.  Igualmente no hay duda que la empresa indicó la fecha, y 

lugar donde la trabajadora debía dirigirse para el examen de egreso, sin que 

conste la asistencia al mismo por la accionante.  

 

Clarificado lo anterior, obsérvese que el despido se dio por la no prorroga 

del contrato de trabajo, el cual era un contrato de trabajo en la modalidad de 

termino fijo, como se puede evidenciar en los anexos aportados por la 

empresa RED ADMINISTRATIVA DE COLOMBIA LTDA – READCOL 

LTDA, por lo anterior, se puede concluir que el despido de GÓMEZ PÉREZ 

no se dio por motivos discriminatorios al encontrarse en estado de embarazo, 

sino por la no prorroga de su contrato de trabajo, lo cual es una facultad del 

empleador y además que como se mencionó en líneas anteriores, la empresa 

no tenia conocimiento del estado de gravidez de la accionante si no hasta 

después de terminada su relación laboral, situación que deviene por ende en 

la no vulneración de los demás derechos alegados, máxime que ni se afirma 

ni se evidencia del material probatorio, que la accionada hubiere incumplido 

con sus obligaciones monetarias, como es el pago de salarios, liquidación y 

demás acreencias laborales. 

 

En conclusión, se debe decir, que la respuesta al problema jurídico planteado 

resulta negativa, en el sentido de que habiéndose acreditados los requisitos 

de procedencia, no se halla vulneración alguna de los derechos 

fundamentales, razones suficientes para revocar el fallo recurrido, que 
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inicialmente había declarado la improcedencia de este mecanismo judicial, 

para negar de fondo el amparo de los derechos fundamentales alegados3.  
 

V. DECISIÓN 
 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Civil del Circuito de Aguachica, Cesar, 

administrando justicia en nombre del pueblo y por mandato de la 

Constitución Política,    
 

RESUELVE: 
 

PRIMERO: REVOCAR la providencia proferida el 24 de noviembre del año 

en curso, por el Juzgado Promiscuo Municipal de San Martin, Cesar, que 

declaró la improcedencia de la acción, y en su lugar, DENEGAR el amparo 

de los derechos fundamentales al MÍNIMO VITAL, VIDA, INTEGRIDAD 

PERSONAL, DIGNIDAD HUMANA, TRABAJO, IGUALDAD, SALUD, y 

ESTABILIDAD LABORAL REFORZADA en cabeza de la señora AMADA 

SANDRITH GÓMEZ PÉREZ, al no encontrarlos vulnerados por las 

empresas GRAN TIERRA ENERGY y RED ADMINISTRATIVA DE 

COLOMBIA– READCOL LTDA. 
 

SEGUNDO: Comuníquese la presente decisión a las partes, por el 

medio más expedito posible. 
 

TERCERO: Ejecutoriado el presente proveído, remítase el expediente a la 

Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.   
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

  

                                              

3 Respecto de la diferencia entre negación e improcedencia como sentidos del 

fallo, en la sentencia T-883-08, la Corte Constitucional señaló que “Denegar la 

acción implica un análisis de fondo, mientras que la improcedencia supone la 

ausencia de los requisitos procesales indispensables para que se constituya 

regularmente la relación procesal o proceso y el juez pueda tomar una decisión de 

fondo sobre el asunto sometido a su consideración”. 
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San Martin Del Cesar, 18 de noviembre de 2022 

 
Señores. 
JUZGADO PROMISCUO MUNICIPAL DE SAN MARTÍN, CESAR 
San Martin - Cesar 
E. S. D. 

 
PROCESO: CONTESTACIÓN DE ACCIÓN TUTELA 

RADICADO: 20-770-04-89-001-2022-00356 
ACCIONANTE: AMADA SANDRITH GÓMEZ PÉREZ 

ACCIONADO: GRAN TIERRA ENERGY – RED ADMINISTRATIVA DE 
COLOMBIA 
LTDA – READCOL LTDA 

 

 
DIEGO FERNANDO RUIZ PRADA, persona mayor de edad, vecino de San 
Martín/Cesar, identificado con cédula de ciudadanía No. 1.098.633.233 expedida en 
Bucaramanga/Santander quien para todos los efectos legales dentro de la 
contestación de la acción de tutela actuara a nombre y representación legal de RED 
ADMINISTRATIVA DE COLOMBIA LTDA “READCOL LTDA’’, que se identifica 
con el Nit.830065941-4 y encontrándome en el término procesal para hacerlo, 
respetuosamente, manifiesto a su honorable despacho judicial contestar la acción 
de tutela de la referencia en los siguientes términos: 

 
I. PRONUNCIAMIENTO SOBRE LOS HECHOS DE LA TUTELA 

 
PRIMERO: NO ES CIERTO COMO SE INDICA, puesto que, si bien se suscribió un 
contrato de trabajo el 3 de abril de 2022, el mismo fue término fijo tal como se 
evidencia en la copia del contrato anexado en la presente contestación, y no por 
obra o labor como lo manifiesta erróneamente la accionante. 
 
SEGUNDO: PARCIALMENTE CIERTO, de conformidad con el parágrafo quinto y 
subsiguientes de la cláusula tercera del contrato de trabajo, hace referencia a que 

“la labor se desarrollara en los centros o puestos de trabajo empresa READCOL; 
municipio de San Martin, departamento de Cesar, aunque el lugar de trabajo será 
el indicado por el jefe inmediato, según los requerimientos de la empresa” lo 
anterior, indica que el servicio se prestaría donde el empleador lo requería y como 
es un contrato a término fijo, no limita que se preste el servicio en un lugar y/o 
cliente determinado, que para el caso en concreto, la guarda presto el servicio por 
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con la operadora Gran Tierra Energy, con jornadas de trabajo establecidas en el 
código sustantivo de trabajo. 

 
TERCERA: NO ES CIERTO, toda vez que el día seis (06) de julio del hogaño, se 
notificó a la trabajadora que no se prorrogaría por más tiempo el contrato; por lo 
anterior, este tendría vigencia hasta el dos (02) de agosto del 2022. En 
consecuencia, la comunicación de la no prórroga se realizó por medio físico y a 
través del aplicativo de WhatsApp, tal como se evidencia en el anexo 4 y 5 de esta 
contestación. 

 
En ese orden de ideas, para esa fecha, esto es el dos (02) de agosto de 2022, se 
hizo efectivo la terminación del contrato por cumplimiento de los términos, de la 
misma manera, no se programó a más actividades y la trabajadora no siguió 
prestando los servicios como de guarda de seguridad. 

 
Asimismo, se debe dejar constancia que el número de celular de la guarda por el 
cual se notificó, es el mismo que indico la trabajadora en la hoja de vida del 
formato minerva. (Anexo 6. Copia de la hoja de vida). 

 

CUARTO: No es cierto, de conformidad con las siguientes pruebas; primero, en la 
parte final de la notificación de la no prórroga del contrato, esto es en el párrafo 

cinco se indica que “si transcurrido cinco (5) días a partir de esta notificación, no se 
presenta donde el medico respectivo para la práctica del examen, se entenderá 
que se niega y renuncia a llevar a cabo dichas evaluaciones, según el artículo 57; 
numeral 7 del código sustantivo de Colombia”; y aun así la trabajadora no se 
presentó; segundo, de la misma manera se realizó la remisión de Exámenes de 
Egreso de fecha 06 de julio del 2022, documento que fue firmado por la 
trabajadora Sra. Amada Gómez Pérez el día 10 de julio de 2022; sin embargo, 
pasado el tiempo, la trabajadora no se practicó los exámenes. (Anexo 7. copia de 
remisión de exámenes de egreso). 

 
QUINTO: NO ME CONSTA, tal como se evidencia en la historia clínica aportada por 
la accionante. Sin embargo, toda vez que, la historia clínica es un documento 
privado al cual solo tiene acceso el titular de la información. Sin embargo, se debe 
resaltar que, de acuerdo con lo informado en el hecho y las pruebas allegadas por 
la accionante, para el 12 de octubre del año 2022 la Sra. Amada Sandrith Gómez 
Pérez, NO TENÍA ningún vínculo laborar con la empresa READCOL LTDA, es más, 
habían transcurrido más de 2 meses de la finalización de la relación laboral. 
 
SEXTO: NO ME CONSTA, toda vez que, la historia clínica es un documento privado 
al cual solo tiene acceso el titular de la información. Sin embargo, se debe resaltar 
que, de acuerdo con lo informado en el hecho y las pruebas allegadas por la 
accionante, para el 29 de agosto del año 2022 la Sra. Amada Sandrith Gómez 
Pérez, NO TENÍA ningún vínculo laborar con la empresa READCOL LTDA, por lo 
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cual, la Compañía no tuvo conocimiento previo a la terminación de alguna 
condición que imposibilitara la terminación del contrato de trabajo. 
 

SEPTIMO: Parcialmente cierto, toda vez que la Sra. Amada Sandrith Gómez Pérez 
si radico copia de la historia clínica, el pasado doce (12) de agosto del hogaño, tal 
como consta en la copia de recibido. (Anexo 8). Posteriormente se dio respuesta a la 
PQR el día 17 de agosto de este año, en el cual se indicaron las circunstancia, se 
analizó los hechos, las pretensiones, así como también se realizó las gestiones e 
investigaciones para establecer, si durante la vigencia del contrato laboral la 
trabajadora de manera verbal o a través de algún medio, sea magnético, correo, 
físico, entre otros, había informado a la empresa que se encontraba en estado de 
embarazo, el cual no se encontró ningún tipo de reporte, ni testimonio de los 
trabajadores que indicara de alguna manera haber comunicado a la empresa de su 
estado de gestación. (Anexo 9. Copia de respuesta PQR). 

 
Como quiera que, no fue procedente la solicitud, se continuo con los trámites 
correspondientes para la terminación del contrato, esto es liquidación, paz y salvo, 
entrega de planilla de los turnos entre otros. Sin embargo, la Sra. AMADA 
SANDRITH GÓMEZ PÉREZ desde el 31 de agosto; el 8, 16, 20 de septiembre hasta 
el 19 de octubre se solicitó de manera respetuosa que se acercara a las 
instalaciones de la oficina de la empresa con el fin de compartir los documentos de 
liquidación del contrato y la Sra. AMADA SANDRITH GÓMEZ PÉREZ y proceder con 
la firma de estos; no obstante, se rehusó a presentarse, en atención a la negativa, 
se le informo a través del aplicativo de WhatsApp los valores que iban a ser 
cancelados serían trasladados y/o consignados a la cuenta judicial del juzgado, tal 
como se evidencia en el (Anexo 10 capture de pantalla de conversación por whatsapp). 

 
Ahora bien, la Sala Plena de la Corte Constitucional en la Sentencia SU075/18, 
al revisar tres expedientes de tutela, ha reafirmado, inicialmente, la importancia de 
garantizar la estabilidad laboral de las trabajadoras en estado de gestación y 
durante la lactancia, como medida para evitar la discriminación de las mujeres en 
el trabajo. 

 
De ahí que, para poder despedir a una trabajadora, cuyo embarazo sea conocido 
por el empleador, este debe acudir previamente al inspector del trabajo o 
en su defecto debe contar con la autorización del ministerio del trabajo. 

 
Sin embargo, la honorable Corte en la Sentencia SU075/18, indicio que cuando 
el empleador desconoce el embarazo y el contrato laboral termina no se puede 
alegar que existe discriminación y, por ende, no se aplica el fuero de 
maternidad. 

 

El alto tribunal, en la sentencia de unificación fallada descrita en el párrafo anterior, 
ha considerado que resulta excesivo exigir a los empleadores que 
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reintegren al empleo, paguen la licencia de maternidad y las cotizaciones 
a la seguridad social de trabajadoras que fueron despedidas sin que se 
supiera acerca de su estado de gravidez. 

 
De la misma manera, la sala plena estableció dos reglas principales en relación con 
esta materia: (i) La protección reforzada a la maternidad y la lactancia en el ámbito 
del trabajo procede cuando se demuestre, sin ninguna otra exigencia adicional, lo 
siguiente: (a) La existencia de una relación laboral o de prestación y; (b) Que la 
mujer se encuentra en estado de embarazo o dentro de los tres meses siguientes 
al parto, en vigencia de dicha relación laboral o de prestación. (ii) No obstante, 
el alcance de la protección se debe determinar a partir de dos factores: (a) El 
conocimiento del embarazo por parte del empleador; y (b) La alternativa 
laboral mediante la cual se encontraba vinculada la mujer embarazada. (Negrilla 
fuera del texto original) 

 
Teniendo presente lo anterior, se puede establecer que la trabajadora le fue 
notificado la terminación del contrato el 06 de julio de 2022, cuando el empleador 
desconocía su estado de embarazo y para el día 02 de agosto de 2022 en el 
momento que se dio efectivo la terminación del contrato, la empresa desconocía su 
condición de madre gestante, lo que se entiende que la finalización del vínculo 
laboral se establece por la finalización del término del contrato y se configura una 
causal de justa causa y no una conducta de discriminación por el estado de 
embarazo de la trabajadora y como consecuencia tampoco daría a lugar a aplicar el 
fuero de maternidad. 

 
Por lo expuesto, la empresa RED ADMINISTRATIVA DE COLOMBIA LTDA 
“READCOL LTDA’’, actuó en derecho y acorde a la legislación laboral, pues la no 
prórroga del contrato se da por cambios y necesidades operativas y no por 
discriminación o consecuencia del estado de embarazo de la señora AMADA 
SANDRITH GÓMEZ PÉREZ, Puesto que la empresa no tenía conocimiento de su 
estado de gestión sino hasta que presento la historia clínica, cuando ya se había 
terminado el vínculo laboral con la trabajadora. 

 
II. EN CUANTO A LAS PRETENSIONES 

 
PRIMERO: Me opongo a las pretensiones de la parte actora, porque no le asiste los 
derechos invocados, toda vez que no se cumplió con los requisitos establecidos en 

la Sentencia SU075/18, específicamente “El conocimiento del embarazo por 
parte del empleador “. Para dar aplicabilidad a la estabilidad laboral reforzada. 

 

SEGUNDO: Solicito al despacho negar el amparo por improcedente toda vez que 
existen los mecanismos ordinarios para las reclamaciones efectuadas por el 
accionante, así como hace referencia al fuero de maternidad. 
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TERCERO: Me opongo a esta pretensión, en razón a que no se podrá ordenar al 
empleador que sufrague las cotizaciones al Sistema de Seguridad Social durante el 
periodo de gestación, ni que reintegre a la trabajadora desvinculada ni que pague 
la licencia de maternidad, cuando se ha desconoció durante todo el vínculo laboral 

la existencia del estado de gestación de la trabajadora. (Sentencia SU075/18).  
 

CUARTO y QUINTO: Me opongo a las pretensiones del accionante, toda vez que 
no existió el despido sin justa causa, y mucho menos se debió solicitar la 
autorización del ministerio de trabajo para la terminación del vínculo laboral, 
porque se dio aplicabilidad del articulo 61 literal C “Por expiración del plazo fijo 
pactado”. Y para la fecha no se tenía conocimiento por parte del empleador del 
estado de gestación de la trabajadora, sino 10 días después de haber terminado el 
vínculo contractual. 

 
SEXTO: Me opongo a esta pretensión, porque se actuó con base a los postulados y 
los términos ley. 
 

III. Fundamentos de Derecho 
 

Lo anterior, tiene fundamento en la ley y la jurisprudencia sobre la obligación de la 
trabajadora de notificar previamente a la terminación del contrato de trabajo, pues 
la notificación del estado de embarazo luego de terminado el contrato de trabajo no 
tiene efecto jurídico. Entre estas, se encuentra: la sentencia 46731 del 28 de mayo 
de 2015 que reza;  

  
 “Lo anterior, por cuanto la protección a la maternidad -a menos que se trate 
de un hecho notorio, que no lo fue en este asunto-, se contrae al ciclo 
comprendido entre la notificación del estado de gestación, la licencia de 
maternidad y los períodos legales de descanso, luego no resulta acertado 
pretender que el despido efectuado por la empresa a la trabajadora, antes de 
conocer su embarazo, le otorgue fuero de maternidad, así la liquidación 
definitiva de prestaciones se haya efectuado de manera posterior -circunstancia 
que por demás, se itera, no se evidencia de la instrumental denunciada-, pues 
ello no desvirtúa que el rompimiento del vínculo se dio con desconocimiento de 
la gestación”. 

 
En ese sentido, es obligación por parte de la trabajadora de notificar al Empleador 
de manera previa a la terminación, sobre su estado de embarazo. 
 

IV. Anexos / Pruebas 

 
1. Copia de la cedula del representante legal 
2. Cámara de comercio 

3. Copia del contrato firmado el 03 de abril de 2022 
4. Copia de Notificación de No prórroga del contrato firmada por la 
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trabajadora. 
5. Copia de Captura de notificación a través del aplicativo de WhatsApp 
6. Copia de Hoja de vida formato minerva, donde se demuestra el número de 

telefono de la trabajadora. 
7. Copia de Remisión de Exámenes de Egreso. 
8. Copia de recibido de PQR del 12 de agosto de 2022 
9. Copia de Respuesta de PQR realizada el 17 de agosto de 2022 

10. Copia de envió de respuesta de PQR el 18 de agosto de 2022 
11. Copia de liquidación y demás 
12. Copia de captura de notificación por aplicativo de WhatsApp desde el 31 de 

agosto; el 8, 16, 20 de septiembre hasta el 19 de octubre. 

 
V. Notificaciones 

 
Para efecto de notificación personal y escrita dirigirla a la siguiente dirección, 
Carrera 6 # 15 – 31, teléfono 350 7842055 correo gerencia@readcol.com o 
rrhh@readcol.com 

 

Gracias por su atención, 

 
Atentamente, 

 

DIEGO FERNANDO RUIZ PRADA 
CC. 1.098.633.223 de Bucaramanga 


